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Presentación

El presente Boletín Jurídico contiene las habituales secciones De Especial Interés, Temas de Consulta Usual  y Reseña General. Vale la pena destacar en  este número la transcripción del texto completo de las consideraciones de la Corte Constitucional efectuadas en la sentencia C-1161, en las cuales la Corte realiza el estudio de constitucionalidad de los artículos 52, 209 y 211 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero sobre las facultades sancionatiorias de la Superintendencia Bancaria. 

Así mismo, queremos resaltar que a partir de este número en la Reseña General se realiza la relación de normas y jurisprudencia en orden alfabético, para facilitar su consulta. 

Finalmente, en este número contamos también con una  relación  de las decisiones adoptadas por la Corte Constitucional sobre la ley 546 de 1999, la cual se publica en la parte de Temas de Consulta Usual. 

Subdirección de Representación Judicial 

y Ediciones Jurídicas
De especial interés

RESOLUCIONES Y CIRCULARES
Superintendencia Bancaria

Circular Externa 70 de 2000 (Oct. 5). Modifica los capítulos II y III de la Circular Externa 100 de 1995 (Básica Contable y Financiera), referente a la evaluación de cartera de créditos, contratos de leasing y bienes recibidos en pago.

Resolución No. 1627 de 2000 (Oct. 25).  Establece la competencia de las Delegaturas para Intermediación Financiera Uno, Dos, Tres y de la Delegatura para Entidades Administradoras de Pensiones y Cesantía, modificando la Resolución 008 del 4 de enero de 2000. 

Banco de la República
Circular Reglamentaria DSMAR 49 de 2000 (Sep. 29). Dicta disposiciones sobre el control de riesgo para las operaciones de expansión y contracción monetaria (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

JURISPRUDENCIA
Corte Constitucional

Sentencia C-1161 del 6 de septiembre de 2000, Expediente D-2851, M.P. Alejandro Martínez Caballero (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Tema: Estudio de constitucionalidad de los artículos 52, 209 parcial y 211 del Decreto 663 de 1993.
Por considerarlo de gran utilidad para la entidad, a continuación trascribimos el texto completo de las consideraciones efectuadas por la Corte Constitucional en esta sentencia:

« II. DEL TEXTO OBJETO DE REVISIÓN.

A continuación se transcribe el texto de las disposiciones acusadas, conforme a su publicación en el Diario Oficial No 40820 del 2º de abril de 1993, y se subraya lo demandado:

“Artículo 52.  Sanciones.  El Gobierno Nacional, en ejercicio de la función de intervención, podrá señalar las sanciones correspondientes a la infracción de las disposiciones que dicte en ejercicio de su función de regulación de las actividades financiera y aseguradora y de las relacionadas con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos captados del público. En desarrollo de esta facultad sólo podrán establecerse sanciones pecuniarias, sin perjuicio de la adopción de las demás medidas administrativas que resulten procedentes de acuerdo con la ley.
(….)

Artículo 209.  Sanciones administrativas.  Cuando cualquier director, gerente, revisor fiscal u otro funcionario o empleado  de una entidad sujeta a la vigilancia del Superintendente Bancario, autorice o ejecute actos violatorios del estatuto de la entidad, de alguna ley o reglamento, o de cualquier norma legal a que el establecimiento deba sujetarse, el Superintendente Bancario podrá sancionarlo, por cada vez, con una multa hasta de un millón de pesos ($1.000.0000.oo) a favor del Tesoro Nacional.  El Superintendente Bancario podrá, además, exigir la remoción inmediata del infractor y comunicará esta  determinación a todas las entidades vigiladas.  Esta suma se ajustará anualmente, a partir de la vigencia del Decreto 2920 de 1982, en el mismo sentido y porcentaje en que varíe el índice de precios al consumidor que suministre el DANE.

Las multas previstas en este artículo, podrán ser sucesivas mientras subsista el incumplimiento de la norma y se aplicarán sin perjuicio de lo dispuesto en los numerales 1, 2 y 3 del artículo 208 del presente estatuto.

(….)

Artículo 211.  Sanciones administrativas.

1.  Régimen General.  Cuando el Superintendente Bancario, después de pedir explicaciones a los administradores o a los  representantes legales de cualquier institución sometida a su vigilancia, se cerciore de que éstos han violado una norma de su estatuto o reglamento, o cualquiera otra legal a que deba estar sometido, impondrá al establecimiento, por cada vez, una multa a favor del Tesoro Nacional, no menor de quinientos mil pesos ($500.000) ni mayor de dos millones de pesos ($2.000.000), graduándola a su juicio, según la gravedad de la infracción o el beneficio pecuniario obtenido, o según ambos factores.  Estas sumas se ajustarán anualmente, a partir de la vigencia del Decreto 2920 de 1982, en el mismo sentido y porcentaje en que varíe el índice de precios al consumidor que suministre el DANE.

Las multas previstas en este artículo podrán ser sucesivas mientras subsista el incumplimiento de la norma y se aplicarán sin perjuicio de lo dispuesto en los numerales 1 y 3 del articulo 208 del presente estatuto”.

(...)

VI- CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS 
El primer asunto bajo revisión.

2- El demandante, apoyándose en los criterios desarrollados por la Corte en la sentencia C-700 de 1999, considera que las disposiciones acusadas deben estar contenidas en una ley marco y no podían ser expedidas por un decreto ley, pues están relacionadas con la intervención estatal en el sector financiero. Por el contrario, los intervinientes y el Ministerio Público argumentan que esas disposiciones tienen un contenido sancionador, por lo cual, podían ser expedidas por un decreto ley. Además, algunos argumentan que la Corte no debe pronunciarse sobre este cargo del actor, pues su acusación se basa en un vicio de forma, y la acción para ese tipo de ataques se encuentra caducada, pues ha transcurrido más de un año entre la publicación de esas normas y la presentación de esta demanda. 

Como vemos, el primer problema que debe resolver esta Corporación es si la presente acción se encuentra o no caducada, como lo sostienen algunos de los intervinientes. En caso de que no sea así, y proceda un examen de fondo, deberá entonces la Corte examinar si las disposiciones acusadas podían o no ser expedidas por un decreto con fuerza de ley, como el decreto 663 de 1993, o si requerían de una ley marco, como lo argumenta el actor. 

Los vicios de competencia no son vicios de forma: procedencia de un pronunciamiento de fondo.
3- La Constitución establece que “las acciones por vicios de forma caducan en el término de un año, contado desde la publicación del respectivo acto” (CP art. 242). Sin embargo, esta Corte tiene bien establecido que los problemas de competencia no constituyen vicios de forma sino vulneraciones materiales a la Constitución, por cuanto la competencia es el “presupuesto esencial que da, al funcionario o a la Corporación, legitimidad para acceder a la forma”1. Por ello, esta Corte ha concluido que constituyen vicios materiales, cuya acción no caduca, el exceso del Gobierno en el ejercicio de las facultades extraordinarias (Sentencia C-546 de 1993), la violación de la regla de la unidad de materia (Sentencia C-531 de 1995) o el desconocimiento de la reserva de ley orgánica (Sentencia C-600-A de 1995). Ahora bien, en el presente caso, la acusación del actor no es por razones de forma sino de competencia, pues el demandante no impugna la manera como fueron aprobadas y promulgadas esas disposiciones sino que argumenta que el Presidente no podía expedir esas regulaciones por medio de un decreto ley, ya que estas materias, al estar relacionadas con el manejo de dinero captado al público, son propias de una ley marco. Por consiguiente, el ataque del actor es que estos contenidos no pueden ser regulados por medio de un decreto ley, por lo cual se trata de una impugnación material por razones de competencia y no una acusación por vicios de forma. La acción no se encuentra entonces caducada y procede un examen de fondo sobre esa acusación del demandante.  

Reserva de ley marco para la regulación de la actividad financiera y consagración de sanciones en el campo financiero. 

4- El demandante acierta en señalar que, conforme a la Constitución, corresponde al Congreso establecer directamente, por medio de una ley marco, las normas generales y los objetivos y criterios a que debe sujetarse el Gobierno en la regulación de las actividades financiera, bursátil, aseguradora y cualquiera otra relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos captados del público (CP art. 150-19, literal c) (sic). Igualmente, es claro que, por expreso mandato constitucional, esas disposiciones no pueden ser expedidas por decreto ley, pues en esta materia, el Congreso no puede conferir facultades extraordinarias al Presidente (CP art. 150 ord. 10) 2. Finalmente, como consecuencia de lo anterior, y conforme a la doctrina señalada en la sentencia C-700 de 1999, MP José Gregorio Hernández Galindo, es claro que si esas regulaciones son establecidas por un decreto ley, entonces esa regulación es inconstitucional. En efecto, conforme a esa sentencia, si “las normas marco, por prohibición expresa del artículo 150, numeral 10, Ibídem, no podían estar contenidas en decretos dictados con base en facultades extraordinarias, ya que el Congreso no estaba autorizado para concederlas, surge de bulto la inconstitucionalidad”. 

Por consiguiente, la pregunta que surge es la siguiente: las normas acusadas del EOSF en la presente ocasión ¿hacen o no parte de aquellas que, conforme al artículo 150 numeral 19, literal d), tienen reserva de ley marco? En efecto, si la respuesta a ese interrogante es afirmativa, entonces el demandante tiene razón, y esas disposiciones serían inconstitucionales, por cuanto esos contenidos no podían ser establecidos por medio de un decreto ley. 

5- La Corte ha explicado el alcance del artículo 150 numeral 19, literal d), en los siguientes términos: 

“La intervención del gobierno en las actividades financiera , aseguradora, del mercado de valores y demás que tengan que ver con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos captados del público busca que aquéllas se cumplan en concordancia con el interés público; que se tutelen los intereses de los usuarios  que acuden a los servicios de las entidades que los ofrecen; que se ofrezcan, en general, condiciones patrimoniales y de manejo institucional que garanticen adecuadas condiciones de seguridad y transparencia en el manejo de los recursos de los ahorradores, depositarios y asegurados.  

Los instrumentos de intervención comprenden todos los mecanismos que permiten manejar el ejercicio de las referidades actividades, fijar el plazo de las operaciones, señalar las garantías aplicables a cada operación en particular, establecer el margen de solvencia y el patrimonio técnico mínimo de la entidad o entidades objeto de intervención, en resumen, emplear los mecanismos de regulación adecuados que posibiliten una acción prudencial de los referidos organismos, de manera que las operaciones autorizadas se realicen con sujeción a su propia naturaleza y al objeto principal reconocido a la respectiva entidad.

Como se deduce de lo expresado, el Gobierno carece de competencia para formular o participar en la formulación de la política de crédito del país, esto es, en la selección concreta de los instrumentos que permitan dirigir la aplicación de recursos e identificar los sectores económicos destinatarios de los correspondientes beneficios, a efecto de promover las actividades que, a juicio de las autoridades, sea conveniente incentivar e impulsar, de manera que no se puede asimilar, ni siquiera en parte, la facultad reguladora del crédito, que es función propia del Banco de la República, con la potestad de intervención del Gobierno que le asigna la Carta Política para el ordenamiento y control de las actividades a que alude el numeral 25 del Artículo 189 y demás disposiciones que se han mencionado.

Resulta obvio considerar que el gobierno debe tener en cuenta, en su rol de interventor, las directrices consignadas en las leyes sobre moneda (C.P. art. 150-13), políticas monetaria , cambiaria y crediticia (C.P. arts. 150-22 y 372) , así como los objetivos y metas de la política económica general, cuando éllo incide de alguna manera en el manejo de las referidas competencias. 3” 
Esta presentación es suficiente para mostrar que las normas acusadas no hacen parte de aquellas que tienen reserva de ley marco, puesto que ellas no definen los criterios y objetivos generales a que debe sujetarse el Gobierno al intervenir la actividad financiera y de aprovechamiento y manejo de dineros del público, sino que consagran faltas y sanciones en que pueden incurrir los funcionarios o las instituciones sometidas a la vigilancia de la Superintendencia Bancaria. Se trata pues de normas que son expresión del poder sancionador del Estado, y no manifestaciones de la intervención reguladora del gobierno en el sector financiero, o en actividades de manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos captados del público (CP art. 150-19).

6- Con todo, podría argumentarse, como lo hace el actor, que la sanción de esos comportamientos es una forma de intervención y regulación en el sector financiero, por cuanto esas disposiciones castigan a aquellos funcionarios e instituciones que vulneran las reglamentaciones que gobiernan el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos captados del público. 

La Corte no niega que existe una cierta conexidad temática entre la regulación de la actividad financiera y la imposición de sanciones a quienes vulneren esas reglamentaciones. Sin embargo, no por ello debe inferirse que esas sanciones tienen reserva de ley marco, pues esa conclusión es inaceptable por las siguientes razones: 

De un lado, esa tesis implica una confusión entre la reglamentación de una actividad y la sanción por el incumplimiento de esas reglamentaciones, que son fenómenos jurídicos relacionados pero diversos. Ahora bien, la ley marco existe para aquellas materias que por su propia naturaleza y dinámica están sujetas a cambios rápidos,  por lo cual la Carta establece un particular reparto de competencias entre el Congreso y el Gobierno. El primero se limita a establecer “las pautas generales dentro de las cuales éste último debe desarrollar en concreto su facultad reglamentaria ejecutando esos principios en una forma dinámica y de fácil modificación4”. Este reparto competencial es razonable para el ejercicio de la facultad reglamentaria en esos ámbitos, pero no tiene por qué extenderse al diseño de las sanciones en esos mismos campos, puesto que, por razones de seguridad jurídica y protección de los derechos de las personas, la definición de las infracciones debe ser más permanente y estar incorporada en la propia ley.

De otro lado, la tesis del actor ampliaría indebidamente el campo de la ley marco, pues implicaría que el establecimiento de cualquier infracción o tipo penal vinculado con  los ámbitos de ese tipo de leyes, debería también estar contenido en una ley marco. Llegaríamos entonces al absurdo de que, como es propio de ley marco el régimen de aduanas y de cambio internacional (CP art. 150-19, lits. b y c) entonces las infracciones cambiarias o el delito de contrabando deberían igualmente estar contenidas en una ley marco. Esta conclusión es irrazonable, por lo cual, conforme a una clásica reducción al absurdo, debemos inferir que estas sanciones carecen de reserva de ley marco.

En tercer término, y directamente ligado a lo anterior, la tesis del demandante olvida que la ley marco representa una excepción a la cláusula general de competencia del Congreso y al reparto ordinario de competencias entre el Legislador y el Ejecutivo, puesto que limita el ámbito normativo de la ley. Conforme a lo anterior, al ser una excepción, y conforme a clásicas reglas hermenéuticas, la reserva de ley marco debe ser interpretada de manera estricta, por lo cual se entiende que ella cubre exclusivamente las actividades expresamente señaladas por la Constitución. Por ello esta Corte había señalado “que la Carta Política resultaría violada si se “deslegalizaran” por esta vía asuntos que son de competencia exclusiva del Congreso y que jamás pueden ser modificadas por el Gobierno Nacional sin grave peligro para la seguridad jurídica y para la debida estructura de las jerarquías normativas, según la separación funcional que establece el artículo 113 de la Constitución” 5.

Finalmente, la tesis del actor resulta paradójicamente contraria a los otros cargos que el mismo demandante formula contra esas disposiciones. En efecto, según su parecer, otra de las razones por los cuales estos artículos son inconstitucionales es porque ellos vulneran el principio de legalidad, en la medida en que no definen con precisión cuáles son los comportamientos castigados y cuáles son las respectivas sanciones. Sin embargo, si uno exige que las faltas administrativas y los delitos deben estar determinados en la ley -como lo hace con razón el actor-, mal podría uno igualmente sostener que esas normas tienen reserva de ley marco, por cuanto, como ya se indicó, en esas materias corresponde a la ley únicamente señalar unas pautas generales, que guían la reglamentación concreta, que corresponde expedir al Ejecutivo. Por ende, es inadmisible la tesis según la cual las infracciones en la actividad financiera deben ser objeto de una ley marco, pues la ley únicamente indicaría las pautas generales, mientras que correspondería al Gobierno establecer en concreto esas infracciones, lo cual obviamente contradice el principio de legalidad punitiva, que el actor mismo defiende.

7- Por todo lo anterior, la Corte concluye que el cargo sobre vicios de competencia no es de recibo, por cuanto las disposiciones acusadas podían ser expedidas por medio de un decreto ley. Es más, esta Corporación incluso admitió, en una decisión anterior, que era válido que el decreto 663 de 1993 incorporara en su texto los delitos financieros que habían sido consagrados, por decretos leyes y decretos legislativos, durante la vigencia de la anterior Constitución, sin que tuvieran que ser expedidos por medio de una ley marco. Para la Corte, el único problema que podían tener esas disposiciones era la prohibición de expedir códigos por medio de decretos leyes. Pero ese cargo tampoco era de recibo, por cuanto el decreto 663 de 1993 se limitó a recopilar esos tipos delictivos, sin alterar su contenido. Dijo entonces esta Corporación en la sentencia C-582 de 1996, MP Eduardo Cifuentes Muñoz:

“Es evidente que si el propósito del legislador hubiera sido mayor, como habría acontecido de haberse propuesto eliminar o reformar los tipos penales, en sí mismos, habría debido hacerlo directamente sin apelar a la concesión de facultades extraordinarias al Gobierno. Ni la facultad legislativa - modificación del sistema de titulación y numeración del estatuto orgánico del sector financiero -, ni su concreto ejercicio, se han traducido en la creación ni en la modificación de un tipo penal, menos todavía en la expedición o reforma de un código. 

(…)

En este caso, el Decreto Ley demandado tiene por objeto un texto legal anterior, pero sólo para los efectos de modificar su numeración. Más allá de este circunscrito objetivo, no se descubre ninguna intención distinta en cabeza del legislador o del gobierno. Se ha advertido que el legislador podría dejar inalterados los tipos penales anteriores formulados en decretos leyes. Modificar la numeración del Decreto Ley que contiene el estatuto orgánico del sector financiero que, por contera, repercute en cambiar la numeración de las disposiciones de éste que consagraban, desde antes que entrara en vigencia la actual Constitución, cuatro tipos penales, equivale sustancial y formalmente a dejar inalteradas las conductas penales correspondientes”.

El cargo del demandante por eventuales vicios en la formación de estas normas es entonces desechado. 

El segundo asunto bajo revisión. 

8- El actor considera que los artículos acusados son inconstitucionales pues desconocen los principios de legalidad y proporcionalidad, ya que no definen con precisión las infracciones ni precisan el monto de la multa, de tal manera que finalmente es el Superintendente quien establece, en forma discrecional, cuáles son los comportamientos castigados y el quantum de la sanción, sin que la ley le indique los criterios para imponerla. Por el contrario, los intervinientes consideran que esas disposiciones definen con suficiente precisión las conductas y las sanciones, por lo cual no presentan vicios de inconstitucionalidad.  Por su parte, la Vista Fiscal comparte los argumentos de los intervinientes en relación con los artículos 209 y 211 del EOSF, pues considera que esas disposiciones establecen los elementos básicos de la infracción, pero considera que el artículo 52 de ese mismo cuerpo normativo debe ser retirado del ordenamiento, ya que desconoce el principio de legalidad punitiva, en la medida en que traslada al Gobierno la definición de las sanciones. 

Conforme a lo anterior, las acusaciones contra las disposiciones demandadas giran en torno a si ellas desconocen o no los principios de legalidad y proporcionalidad. La Corte comenzará entonces por recordar brevemente el alcance de esos principios en el derecho sancionador, para luego examinar concretamente las disposiciones acusadas. 
Principios de legalidad y proporcionalidad, derecho sancionador e inconstitucionalidad del artículo 52 del EOSF.

9- Esta Corporación tiene bien establecido que si bien el derecho penal no es más que una de las especies del derecho sancionador, sin embargo los principios penales se aplican, mutatus mutandi, a los distintos ámbitos en donde opera el derecho sancionador. En efecto, en reiterada jurisprudencia esta Corporación ha establecido que los principios del derecho penal -como forma paradigmática de control de la potestad punitiva- se aplican, con ciertos matices, a todas las formas de actividad sancionadora del Estado6. Y es que la Constitución es clara en señalar que el debido proceso se aplica a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas (CP art. 29). Por consiguiente, el actor tiene razón en que la definición de una infracción debe respetar los principios de legalidad y proporcionalidad que gobiernan la actividad sancionadora del Estado. 

10- Uno de los principios esenciales en el derecho sancionador es el de la legalidad, según el cual las conductas sancionables no sólo deben estar descritas en norma previa (tipicidad) sino que, además, deben tener un fundamento legal, por lo cual su definición no puede ser delegada en la autoridad administrativa7. Además, es claro que el principio de legalidad implica también que la sanción debe estar predeterminada ya que debe haber certidumbre normativa previa sobre la sanción a ser impuesta pues, como esta Corporación ya lo había señalado, las normas que consagran las faltas deben estatuir “también con carácter previo, los correctivos y sanciones aplicables a quienes incurran en aquéllas” 8
11- Las sanciones administrativas deben entonces estar fundamentadas en la ley, por lo cual, no puede transferírsele al Gobierno una facultad abierta en esta materia, como lo hace el artículo 52 del EOSF. En efecto, esa norma traslada  al Ejecutivo la facultad de señalar las sanciones por la infracción de las disposiciones que dicte en ejercicio de su función de regulación de las actividades financiera y aseguradora y de las relacionadas con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos captados del público. Es cierto que la norma establece un límite, pues indica que las sanciones sólo pueden ser pecuniarias. Sin embargo, a pesar de ese límite, la facultad conferida al Gobierno es abierta, por lo cual, como bien lo destaca la Procuraduría, esa disposición desconoce el principio de legalidad en este campo. El artículo 52 del EOSF será entonces retirado del ordenamiento. 

Estudio de la constitucionalidad de las conductas sancionadas por los artículos 209 y 211 del EOSF. 

12- Entra la Corte a examinar si los otros dos artículos acusados respetan o no los principios constitucionales del derecho sancionador. 
Ahora bien, el artículo 209 del EOSF establece que el sujeto activo de la infracción es el “director, gerente, revisor fiscal u otro funcionario o empleado  de una entidad sujeta a la vigilancia del Superintendente Bancario”. Por ende, como la ley define a su vez cuáles son las entidades sujetas a control (ver art 2º del decreto 1284/94), el sujeto activo se encuentra suficientemente determinado.  

13- La disposición indica que el comportamiento castigado consiste en que alguno de esos  funcionarios “autorice o ejecute actos violatorios del estatuto de la entidad, de alguna ley o reglamento, o de cualquier norma legal a que el establecimiento deba sujetarse”. La Corte considera que el núcleo rector del comportamiento está claramente determinado, pues consiste en ejecutar o autorizar determinados actos, por lo cual, por este aspecto, la descripción típica es precisa. 

Por el contrario, a primera vista existe una cierta indeterminación sobre el tipo de acto sobre el que recae la ejecución o autorización, pues este artículo 209 remite genéricamente a otras normas, ya que la infracción consiste en autorizar o realizar actos que sean contrarios a otras disposiciones. Por consiguiente, podría argumentarse, como lo hace el demandante, que esa remisión normativa hace que la conducta sancionada quede totalmente indeterminada, de suerte que incluso podrían castigarse comportamientos tan inocuos como botar un papel o cerrar muy fuertemente una puerta. 

Para examinar ese reparo, la Corte recuerda que el sólo hecho de que exista una remisión normativa no es en sí mismo inconstitucional, pues incluso en materia penal, que es el campo en donde opera con mayor rigor el principio de legalidad, debido a la importancia de los derechos que pueden ser afectados por la imposición de una pena, son admisibles los tipos en blanco. Así, ha dicho esta Corporación que “los tipos penales en blanco son a veces criticados por algunos sectores de la doctrina que consideran que no representan la mejor técnica legislativa y generan inseguridad jurídica, lo cual es particularmente grave en materia penal”. Sin embargo, precisó la Corte, “esas descripciones penales son constitucionalmente válidas, siempre y cuando el correspondiente reenvío normativo permita al intérprete determinar inequívocamente el alcance de la conducta penalizada y de la sanción correspondiente” 9.  Por consiguiente, la pregunta que surge es si la remisión normativa es en el presente caso lo suficientemente precisa para que el artículo acusado no desconozca el principio de legalidad. 
14- Ahora bien, para responder a este interrogante, la Corte recuerda que la actividad relacionada con la captación y manejo de ahorro es de interés público (CP art. 335) y está sometida a un especial control del Estado, no sólo por cuanto se trata de entidades que trabajan con dineros que no son propios sino del público, sino además por la importancia estratégica de este sector para la suerte global de la economía. Por ello, en este ámbito, la libertad económica se encuentra más limitada que en otros campos, no sólo porque esas actividades, para ser ejercidas, requieren de previa autorización estatal (CP art. 335) sino además porque la propia Carta señala que el gobierno debe reglamentar, inspeccionar y controlar ese sector (CP arts 150-19 y 189-24).  

Por ende, debido a esa especialidad del sector financiero, los funcionarios y directivos de las entidades de este sector se encuentran sometidos a un régimen legal especial de deberes, que deben conocer y respetar, con el fin de proteger los dineros del público. Y en particular las entidades, para funcionar, deben lograr la aprobación de sus estatutos, que deben entonces ser protocolizados y registrados (art. 53 del EOSF). Por consiguiente, es obvio que constituye una carga elemental para quienes laboran en ese sector conocer los estatutos de la entidad en donde son directivos o empleados, así como el régimen legal especial al cual están sometidas esas instituciones. Por ello la Corte considera que la obligación que impone la norma acusada a los directivos y funcionarios de esas entidades de no realizar ni autorizar actos contrarios a los estatutos de las entidades y a las normas legales a que el establecimiento deba sujetarse, es no sólo suficientemente precisa, sino que además se encuentra justificada, debido a las particularidades de este sector, que, se repite, no sólo maneja dineros ajenos sino que, además, tiene una incidencia decisiva en el desarrollo económico del país. Por ende, esas expresiones son claramente exequibles. 

15- Por el contrario, la imposición de la multa por la realización o autorización de actos violatorios “de alguna ley o reglamento” es en principio ambigua, por cuanto esa expresión podría interpretarse, si se acoge su sentido literal, en el siguiente sentido: si un funcionario de una entidad sometida a la vigilancia de la Superintendencia autoriza un acto que viole cualquier ley de la República, o cualquier reglamento, podría ser sancionado con una multa de hasta un millón de pesos. Entendida de esa forma, la disposición es no sólo ambigua, pues no se sabe a que leyes se refiere, sino que puede ser incluso desproporcionada y conducir a conclusiones absurdas: así, podría incluso sostenerse, como lo hace el actor, que si el directivo de una entidad financiera desconoce una norma de tránsito, contenida en cualquier ley o reglamento, entonces la Superintendencia Bancaria podría sancionarlo con una multa de hasta un millón de pesos constantes de 1982, lo cual es a todas luces irrazonable. 

¿Significa lo anterior que la expresión “de alguna ley o reglamento” debe ser retirada del ordenamiento, debido a su ambigüedad? La Corte considera que no, pues una interpretación sistemática de ese aparte permite no sólo conferirle un sentido razonable, sino que posibilita superar sus ambiguedades. Así, es obvio que si esas sanciones son impuestas por la Superintendencia Bancaria, entonces debe tratarse de intervenciones de esa entidad en ejercicio de su labor básica de policía administrativa, en virtud de la cual le corresponde inspeccionar, vigilar y controlar a las entidades que manejen recursos captados al público, de conformidad con las normas legales pertinentes, como los artículos 325 y ss del EOSF, que definen la naturaleza, los objetivos, las funciones y las facultades de esa superintendencia. Por ello la Corte entiende que debe tratarse de leyes y reglamentos que operen en ese ámbito. Así, en cuanto a las leyes, deben ser únicamente aquellas que se refieran explícitamente a las labores de esos funcionarios. Y en cuanto a los reglamentos, a fin de respetar el principio de legalidad, para la Corte es claro que debe tratarse de los reglamentos por medio de los cuales el Presidente, en desarrollo de sus facultades constitucionales, y de conformidad con la correspondiente ley marco, regula y ejerce la intervención en ese sector. Y obviamente no deben entenderse incluidos dentro de esos reglamentos las circulares o conceptos emitidos por la Superintendencia Bancaria.

16- En tal contexto, y teniendo en cuenta que una interpretación literal del aparte del artículo 209 del EOSF “de alguna ley o reglamento” podría generar ambiguedades y conducir a absurdos, la Corte, en desarrollo del principio de conservación del derecho, condicionará el alcance de esa expresión. Es cierto que esta Corte había señalado anteriormente que este principio de conservación del derecho tiene una eficacia limitada en caso de tipos penales o sancionadores ambiguos10. Dijo entonces esta Corporación, en la sentencia C-559 de 1999, MP Alejandro Martínez Caballero, fundamento 20: 

“En casos de ambiguedad penal, el principio de conservación del derecho sólo puede tener una operancia muy limitada, pues la Carta ha señalado con claridad que corresponde al Legislador, y no al juez constitucional, establecer los delitos (CP art. 29). Por ende, sólo es procedente que esta Corte declare la exequibilidad condicionada de un tipo penal ambiguo en aquellos eventos en donde exista una cierta imprecisión en la descripción penal pero un examen de los antecedentes de la norma, o de otros materiales jurídicos, permita llegar a determinar con certeza cuál es el comportamiento que el Legislador quería sancionar. En todos los demás casos, la decisión adecuada es declarar la inconstitucionalidad del tipo penal ambiguo, a fin de evitar que los jueces asuman la elaboración de la política criminal, función que no les corresponde.”

En el presente caso, sin embargo, es claro que la interpretación sistemática de la expresión “de alguna ley o reglamento” permite determinar con precisión el comportamiento que el Legislador quería sancionar, por lo cual es procedente recurrir a una constitucionalidad condicionada de ese mandato.

17- Entra por último la Corte a examinar la constitucionalidad de la sanción prevista por ese artículo, que dispone que el Superintendente Bancario podrá sancionar al funcionario, por cada vez, con una multa hasta de un millón de pesos, suma que se ajustará anualmente, a partir de la vigencia del Decreto 2920 de 1982, en el mismo sentido y porcentaje en que varíe el índice de precios al consumidor que suministre el DANE.  Además la disposición indica que el Superintendente podrá, además, exigir la remoción inmediata del infractor y comunicará esta  determinación a todas las entidades vigiladas.

Contrariamente a lo sostenido por el actor, la Corte encuentra que la norma no desconoce el principio de legalidad, pues establece un límite máximo a la multa que puede ser impuesta y precisa qué otras sanciones pueden ser decretadas por el Superintendente. Es cierto que la disposición confiere una cierta discrecionalidad  al Superintendente, pero es (sic) no es en sí mismo inconstitucional, ya que debe entenderse que esa autoridad debe ejercer esa facultad en forma razonable y proporcionada. En efecto, esta Corporación ha señalado, en diversas decisiones, que no se puede confundir lo discrecional con lo arbitrario, pues la Carta admite la discrecionalidad administrativa pero excluye la arbitrariedad en el ejercicio de la función pública, ya que en Colombia, aun cuando no cuente con consagración expresa, es enteramente aplicable el principio de la interdicción de la  arbitrariedad de los poderes públicos. Esto significa que el ejercicio de las potestades discrecionales se encuentra sometido a los principios que gobiernan la validez y eficacia de los actos administrativos, y se debe  entender limitado a la realización de los fines específicos que le han sido encomendados a la autoridad por el ordenamiento jurídico. Es así como la potestad administrativa sólo contiene una actuación legítima, en tanto y en cuanto se ejecute en función de las circunstancias, tanto teleológicas como materiales, establecidas en la norma que la concede. Por ello, el artículo 36 del Código Contencioso Administrativo, a cuyo tenor la Corte considera que deben ser interpretadas estas facultades de la Superintendencia Bancaria, que son administrativas por su naturaleza, señala con claridad que “en la medida en que el contenido de una decisión, de carácter general o particular, sea discrecional, debe ser adecuada a los fines de la norma que la autoriza y proporcional a los hechos que le sirven de causa.11” Lo anterior significa que el Superintendente no puede ejercer de manera arbitraria o discriminatoria la facultad que le confiere la disposición impugnada, sino que debe desarrollarla en forma razonable y proporcionada, tomando en consideración la finalidad de la misma, esto es, que las sanciones deben ser proporcionadas a la gravedad de las faltas cometidas por los funcionarios de las entidades sometidas a control. Por ello la actuación del Superintendente  no escapa del control judicial dado que es posible solicitar la anulación del acto discrecional ante la jurisdicción contenciosa administrativa. En ese entendido, la Corte concluye que esta disposición no establece sanciones desproporcionadas. 

18- Conforme a lo anterior, la Corte declarará la constitucionalidad simple del inciso primero del artículo 209 del EOSF, con excepción del aparte “de alguna ley o reglamento”, que será declarado exequible pero en el entendido de que se trata de leyes que se refieren a la actividad de esos funcionarios en las entidades sometidas a vigilancia de la Superintendencia Bancaria y que se trata de los reglamentos expedidos por el Gobierno en desarrollo de las leyes marco previstas por el artículo 150-19 literal c) (sic) y que no deben entenderse incluidos dentro de esos reglamentos las circulares o conceptos emitidos por la Superintendencia Bancaria.

19- El anterior análisis es para la Corte suficiente para concluir que el ordinal primero del artículo 211 del EOSF, acusado, también se ajusta a la Carta,  pues en el fondo esa disposición sanciona un comportamiento similar. La diferencia básica es que en este caso la sanción, que es más alta, es impuesta contra el establecimiento, y debe tratarse de una violación por parte del administrador o representante legal de una entidad sometida a control de “una norma del estatuto de la entidad o reglamento, o cualquiera otra legal a que deba estar sometido”. La Corte encuentra que la palabra “reglamento” es también en este caso ambigua, por lo cual su alcance también será condicionado.

VII. DECISIÓN
Primero: Declarar INEXEQUIBLE el artículo 52 del decreto ley 663 de 1993.

Segundo: Declarar EXEQUIBLE la expresión “de alguna ley o reglamento” contenida en el inciso primero acusado del artículo 209 del decreto ley 663 de 1993, en el entendido de que, conforme a lo señalado en los fundamentos 15, 16, 17 y 18 de esta sentencia, se trata de leyes que se refieren a la actividad de esos funcionarios en las entidades sometidas a vigilancia de la Superintendencia Bancaria, y que se trata de los reglamentos expedidos por el Gobierno en desarrollo de las leyes marco previstas por el artículo 150-19 literal c) (sic) y que no deben entenderse incluidos dentro de esos reglamentos las circulares o conceptos emitidos por la Superintendencia Bancaria. 

Tercero: Declarar EXEQUIBLE el resto del inciso primero acusado del artículo 209 del decreto ley 663 de 1993. 

Cuarto: Declarar EXEQUIBLE la expresión “reglamento” del ordinal primero del artículo 211 del decreto ley 663 de 1993, en el entendido de que se trata de los reglamentos expedidos por el Gobierno en desarrollo de las leyes marco previstas por el artículo 150-19 literal c) (sic) y que no deben entenderse incluidos dentro de esos reglamentos las circulares o conceptos emitidos por la Superintendencia Bancaria.

Quinto: Declarar EXEQUIBLE el resto del ordinal primero acusado del artículo 211 del decreto ley 663 de 1993. »
NOTAS

1Sentencia C-546/93. MP Carlos Gaviria Díaz.

2 Ver al respecto las sentencias C-688 de 1999 y C-700 de 1999.

3 Sentencia C-021 de 1994. MP Antonio Barrera Carbonell. Consideración 4.
4 Corte Constitucional. Sentencia C-013 de 1993. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz

5 Sentencia C-428 de 1997. MP José Gregorio Hernández, criterio reiterado en la sentencia C-955 de 2000. MP José Gregorio Hernández Galindo.

6Al respecto pueden consultarse las sentencias C-599 de 1992, C-390 de 1993, C-259 de 1995, C-244 de 1996 y C-690 de 1996, entre otras.

7 Ver, entre otras, las sentencia C-597 de 1996. MP Alejandro Martínez Caballero. Fundamento 12.

8Sentencia C-417/93. MP José Gregorio Hernández Galindo. Consideración de la Corte No 3. En el mismo sentido, ver sentencia C-280 de 1996. 

9 Sentencia C-559 de 1999. MP Alejandro Martínez Caballero. Fundamento 5. 

10 Ver sentencias C-559 de 1999 y C-843 de 1999

11Ver, entre otras, sentencias C-031/95 y C-318/95


Sentencia T-1395 del 17 de octubre de 2000, Expediente T-265773, M.P. Antonio Barrera Carbonell (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Tema: Solicitud de pruebas y tacha de falsedad. Debido proceso.

Señaló la Corte que el no pronunciamiento antes de la decisión sobre las pruebas solicitadas por el interesado en la actuación administrativa, lo mismo que no tramitar una tacha de falsedad, viola el derecho al debido proceso. Si las pruebas solicitadas eran inconducentes o impertinentes para decidir la cuestión de fondo, ello ha debido decidirse previamente y no en el acto administrativo que puso fin a la actuación. Así las cosas, al no decretarse o abstenerse de decretar, dentro de la señalada oportunidad procesal, las pruebas solicitadas por la demandante y al no dar trámite a una tacha de falsedad se viola el derecho al debido proceso.
Sobre el particular en el numeral 2.8 de la mencionada sentencia se precisó:

“2.8. De lo manifestado por la Superintendencia Bancaria, en relación con la práctica de pruebas y la tacha de falsedad de los documentos incorporados al proceso se deduce lo siguiente: i) con anterioridad a la expedición de las resoluciones que determinaron la responsabilidad del demandante, no se adoptó decisión alguna con respecto a la práctica de pruebas que fueron solicitadas por éste, ni en relación con la contradicción de los documentos que se allegaron en su contra; ii) si las pruebas solicitadas eran inconducentes o impertinentes para decidir la cuestión de fondo, ello ha debido decidirse previamente y no en el acto administrativo que puso fin a la actuación, con el fin de asegurar oportunamente el derecho de defensa en forma integral, en todas las etapas de la actuación; iii) la facultad de la administración para decretar pruebas no es arbitraria, debe ejercerse en forma racional y ponderada para no afectar el derecho de defensa del interesado (sentencia T-393/94 citada); iv) si los documentos mencionados no eran relevantes para tomar la decisión no han debido ser incorporados al proceso, y si lo fueron la parte podía tacharlos y pedir pruebas con el fin de establecer su veracidad. Ello es así porque el derecho de defensa implica el de contradecir los documentos que se allegan en contra de una persona; v) en desarrollo de las actuaciones administrativas las facultades de la administración en materia probatoria son idénticas a las de los jueces. Por lo tanto, sí tenía competencia la Superintendencia para establecer la autenticidad de dichos documentos; pero decretada la su falsedad debía necesariamente poner en conocimiento de la justicia penal el hecho presuntamente ilícito, para efectos de la correspondiente investigación penal, la identificación de los responsables y el subsiguiente juzgamiento. 

No cabe duda, entonces, que la Superintendencia Bancaria al no decretar o abstenerse de decretar dentro de la señalada oportunidad procesal las pruebas solicitadas por la demandante, y al no dar trámite a la aludida tacha de falsedad, violó su derecho al debido proceso”.

Sentencia C-1049 del 10 de agosto de 2000, Expediente D-2820, M.P. José Gregorio Hernandez Galindo  (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Tema: Terminación del contrato de trabajo de administradores y revisor fiscal en entidades intervenidas.
La Corte declara exequible el parágrafo del numeral primero del artículo 22 de la Ley 510 de 1999, sólo si se lo entiende y aplica en el sentido de que la justa causa para la terminación del contrato de trabajo y la exclusión de la indemnización se configuran por la probada responsabilidad del trabajador en los hechos que han dado lugar a la toma de posesión de la entidad. Bajo cualquier otra interpretación, la norma acusada se declara inexequible (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

RELACION DE LOS ULTIMOS CONCEPTOS PROFERIDOS

POR LA SUPERINTENDENCIA BANCARIA(
Subdirección de Regulación 

y Consulta
Bancos de datos

Información negativa en las bases de datos. Tiempo de Permanencia.

Concepto 2000075308-5 del 30 de octubre de 2000.

Reportes de las bases. Autorización del cliente.

Concepto 2000081135-1 del 24 de noviembre de 2000.

Bonos pensionales

Expedición.

Concepto 2000049433-1 del 20 de septiembre de 2000.

Expedición y negociación.

Concepto 2000053734-2 del 17 de noviembre de 2000.

Captación de recursos

Captación de recursos y emisión de obligaciones. Normas vigentes.

Concepto 200009693-1 del 3 de octubre de 2000.

La captación de recursos  por la prestación del servicio de ISP (proveedor de servicio de internet) no se puede considerar masiva y habitual.

Concepto 2000047335-1 del 18 de octubre de 2000.

Normatividad que regula la captación de fondos por personas diferentes

a las vigiladas. Captación de dineros del público.

Concepto 2000054284-1 del 18 de octubre de 2000.

Cartera de Crédito
Compra de cartera por una entidad financiera. Contrato de descuento.

Concepto 2000030400-1 del 26 de septiembre de 2000.

Casas de cambio

Régimen de las casas de cambio.

Concepto 2000041812-1 del 31 de octubre de 2000.

Reglamentación y alcance de sus operaciones.

Concepto 2000047497-2 del 16 de noviembre de 2000.

Tipos, prácticas no autorizadas y autorización de la Superintendencia Bancaria.

Concepto 2000026888-1 del 8 de noviembre de 2000.

Central de riesgo

Caducidad del dato negativo.

Concepto 2000049922-1 del 7 de noviembre de 2000*.

Centrales de información

Requisitos para la constitución.

Concepto 2000079335-1 del 24 de noviembre de 2000.

Compensación

Débito por parte del banco de una cuenta corriente por una deuda en mora. 

Concepto 2000076690-1 del 3 de noviembre de 2000.

Contratación estatal

Sujeción al régimen de contratación estatal de entidades financieras intervenidas en las que el Estado pasa a tener una participación mayoritaria.

Concepto 2000049326-1 del 24 de octubre de 2000.

Contrato de depósito

Contratos de depósito irregular. Obligaciones.

Concepto 2000030625-1 del 26 de septiembre de 2000.

Contrato de obra

Obligación de constituir la garantía de estabilidad de la obra.

Concepto 2000036304-1 del 24 de octubre de 2000.

Contrato de seguro
Exclusión de los contratos de seguro del régimen de contratación estatal.

Concepto 2000027485-1 del 22 de septiembre de 2000.

Renovación automática.

Concepto 2000051762-2 del 8 de noviembre de 2000.

Terminación automática de los contratos de seguros por liquidación.

Concepto 1999074773-2 del 25 de septiembre de 2000.

Terminación del contrato de seguro. Revocación unilateral.

Concepto 2000069806-1 del 31 de octubre de 2000.

Cooperativas

Operaciones autorizadas.

Concepto 2000056800-3 del 16 de noviembre de 2000*.

Cooperativas financieras

Monto mínimo que deben acreditar las cooperativas financieras a partir

de la Ley 510 de 1999.

Concepto 2000077483-2 del 23 de noviembre de 2000.

Corredores de seguros

Constitución.

Concepto 2000029543-1 del 26 de septiembre de 2000.

Crédito en moneda extranjera

Otorgamiento de créditos en moneda extranjera a residentes en el país y del 

exterior.

Concepto 2000075542-1 del 19 de octubre de 2000.

Créditos de vivienda

Condiciones de créditos de vivienda a largo plazo. Seguros contratados

por los deudores.

Concepto 2000045798-1 del 29 de septiembre de 2000.

Cuenta corriente

Cancelación de cuenta corriente por inactividad.

Concepto 2000076940-3 del 11 de octubre de 2000.

Contratos de cuenta corriente bancaria y de ahorros.

Concepto 2000041662-1 del 29 de septiembre de 2000.

Cuentas saldadas y canceladas.

Concepto 2000075523-1 del 6 de octubre de 2000.

Expedición de chequeras por las entidades financieras.

Concepto 2000028400-2 del 28 de septiembre de 2000.

Muerte del cuentacorrentista. Cuentas colectivas.

Concepto 2000044827-1 del 4 de octubre de 2000.

Cheque

Obligación de las entidades bancarias de devolver  al librador

los cheques originales que se hayan pagado.

Concepto 2000087023-1 del 23 de noviembre de 2000.

Requisitos que debe cumplir el pagador de una entidad bancaria 

para hacer efectivo un cheque por ventanilla.

Concepto 2000091613-1 del 21 de noviembre de 2000.

Denominación social

Utilización de la expresión “financiera” en la denominación social. 

Concepto 2000052940-1 del 20 de noviembre de 2000.

Depósitos

Restricción en el retiro de depósitos por las entidades financieras.

Concepto 2000080377-1 del 7 de noviembre de 2000.

Depósitos de ahorro

Inembargabilidad.

Concepto 2000048357-1 del 2 de noviembre de 2000.

Derecho de petición

Frente  a los particulares.

Concepto 2000041512-1-1 del 21 de septiembre de 2000.

Embargo

Acatamiento de órdenes judiciales de embargo.

Concepto 2000051495-2 del 10 de noviembre de 2000.

Empresas solidarias de salud

Administración de recursos del régimen subsidiado.

Concepto 2000027285-1 del 21 de septiembre de 2000.

Entidades aseguradoras

Aplicabilidad de la contabilidad general.

Concepto 2000047477-2 del 7 de noviembre de 2000.

Facultad de seleccionar y asumir los riesgos objeto de aseguramiento.

Concepto 2000048178-1  del 8 de noviembre de 2000.

Régimen de inversiones.

Concepto 2000081804-2  del 15 de noviembre de 2000*.

Régimen de pólizas y tarifas a que se encuentran sometidas las entidades 

Aseguradoras.  Autonomía del asegurador para asumir riesgos.

Concepto 2000063442-1 del 19 de octubre de 2000.

Requisitos para la constitución de una compañía de seguros.

Concepto 2000047520-3 del 15 de noviembre de 2000.

Entidades financieras

Ordenes de recapitalización. 

Concepto 2000047456-2 del 25 de septiembre de 2000.

Fiducia
Cesión del contrato fiduciario.

Concepto 2000019085-2 del 11 de octubre de 2000.

Diferencia entre fiducia mercantil y encargo fiduciario.

Concepto 2000041707-1 del 5 de octubre de 2000.

Intereses

Cobro de intereses en obligaciones dinerarias.

Concepto 2000086206-1 del 21 de noviembre de 2000.

Intereses que se consideran usura.

Concepto 2000072062-2 del 8 de noviembre de 2000.

Intermediarios de seguros
Empresas unipersonales.

Concepto 2000079111-1 del 7 de noviembre de 2000*.

Régimen aplicable a los intermediarios de seguros y reaseguros.

Concepto 2000045937-1 del 2 de octubre de 2000.

Concepto 2000026084-1 del 4 de octubre  de 2000.

Inversiones

Inversiones de renta fija y variable.

Concepto 2000082700-1 del 18 de octubre de 2000.

Inversiones extranjeras

Régimen de inversiones internacionales.

Concepto 2000052711-1 del 17 de noviembre de 2000.

Lavado de activos

Normas sobre lavados de activos. Delito de omisión de control.

Concepto 2000067953-1 del 22 de septiembre de 2000.

Liquidación de entidades

Bienes excluidos de la masa de liquidación.

Concepto 2000020807-2 del 3 de noviembre de 2000.

Liquidación forzosa administrativa

Naturaleza y objeto. Vigencia de la medida.

Concepto 2000049106-4 del 10 de octubre de 2000.

Lista Clinton

Efectos de la orden ejecutiva emanada del Departamento del Tesoro de los EUA 

sobre la banca colombiana.

Concepto 2000081638-2 del 25 de octubre de 2000.

Mercado cambiario

Control de cambios. Historia del régimen cambiario

Concepto 2000049337-1 del 20 de noviembre de 2000.

Depósitos en moneda extranjera. Operaciones de cambio no autorizadas.

Concepto 2000042319-1 del 8 de noviembre de 2000.

Operaciones autorizadas a los intermediarios del mercado cambiario.

Concepto 2000063395-1 del 21 de noviembre de 2000.

Operaciones de cambio. Operación de giro de divisas.

Concepto 2000031620-3 del 22 de septiembre de 2000.

Operaciones que se deben canalizar.

Concepto 2000072326-2 del 2 de noviembre de 2000.

Oficinas de representación

Obligaciones de las oficinas de representación de las entidades financieras del

exterior.

Concepto 2000068056-2 del 24 de octubre de 2000*.

Operaciones de crédito

Garantías exigibles para el otorgamiento de créditos. Sobregiros.

Concepto 2000056069-1 del 9 de noviembre de 2000.

Patrimonio técnico

Concentración de créditos. Límite de endeudamiento.

Concepto 2000066901-1 del 22 de septiembre de 2000.

Pensiones

Mora en el reconocimiento de la pensión de vejez por el ISS.

Concepto 2000023845-1 del 26 de septiembre de 2000.

Reconocimiento de indexación e intereses de mora por el pago tardío de 

la pensión de vejez.

Concepto 2000069302-1 del 13 de octubre de 2000.

Período de gracia

Aplicación del período de gracia a los créditos.

Concepto 2000044880-1 del 22 de noviembre de 2000.

Peritaje

Naturaleza e impedimentos.

Concepto 2000046591-1 del 17 de octubre de 2000.

Pólizas de seguros

De automóviles. Riesgos que el asegurado toma a su cargo.

Concepto 2000069907-4 del 13 de octubre de 2000.

Garantía de pago dentro de la póliza de cumplimiento. Garantía única.

Concepto 200069779-1 del 20 de octubre de 2000.

Pacto del deducible en las pólizas de seguros.

Concepto 2000086309-2 del 31 de octubre de 2000.

POS

Beneficios. Cobertura de enfermedades de alto riesgo.

Concepto 2000045756-3 del 22 de septiembre de 2000.

Provisiones

Provisión adicional por coeficiente de riesgo de las entidades.

Concepto 2000044948-3 del 27 de noviembre de 2000.

Remesas

Negociación de remesas.

Concepto 2000079730-1 del 7 de noviembre de 2000.

Cobro de intereses por devolución de remesas.

Concepto 2000074891-2 del 7 de noviembre de 2000.

Representantes legales

Posesión y juramento ante la Superintendencia Bancaria.

Concepto 2000079404-1 del 27 de noviembre de 2000.

Seguro de vida

Seguros de vida, incendio y terremoto como garantía de los créditos otorgados

por entidades financieras.

Concepto 2000032156-1 del 26 de septiembre de 2000.

Seguros individuales de vida. Diferencia entre el seguro de daños y de

personas.

Concepto 2000055015-2 del 9 de octubre de 2000.

Servicios públicos domiciliarios

Pago de servicios en entidades financieras.

Concepto 2000053793-1 del 7 de noviembre de 2000.
Sistema General de Pensiones

Mora en el pago de la cotización.

Concepto 2000042494-1 del 13 de octubre de 2000.

Régimen de transición pensional previsto en la Ley 100 de 1993.

Concepto 2000071462-4 del 2 de noviembre de 2000.

Soat
Expedición del SOAT por entidades que entran en liquidación.

Concepto 200008744-1 del 25 de septiembre de 2000.

Incremento en el valor de la prima.

Concepto 2000035916-1 del 4 de octubre de 2000.

Sociedades comisionistas de bolsa

Intermediarios del mercado cambiario.

Concepto 2000063505-1 del 27 de noviembre de 2000.

Superintendencia Bancaria

Funciones de certificación y publicidad.

Concepto 2000088465-1 del 1 de noviembre de 2000.

Concepto 2000091113-1 del 15 de noviembre de 2000.

Funciones de inspección, vigilancia y control.

Concepto 2000079407-2 del 20 de octubre de 2000.

Función jurisdiccional.

Concepto 2000023915-3 del 15 de noviembre de 2000.

TAE

Normas que regulan la expedición de los títulos de ahorro educativo.

Concepto 2000069939-1 del 18 de octubre de 2000.

Tarjetas débito

Monederos electrónicos. 

Concepto 2000029236-1 del 11 de octubre de 2000*.

Títulos valores

Operaciones con títulos valores en blanco. Condiciones.

Concepto 2000087743-1 del 24 de noviembre de 2000.

Transacciones financieras

Control sobre las transacciones en efectivo.

Concepto 2000071516-1 del 10 de octubre de 2000.

Conceptos
Intermediación de seguros por

empresas unipersonales

SUPERINTENDENCIA BANCARIA

Subdirector de Regulación y Consulta

Concepto No. 2000079111-1 

7 de noviembre de 2000
«En primera instancia se debe precisar que el régimen aplicable a los intermediarios de seguros se encuentra consagrado en las disposiciones especiales que rigen su actividad consagradas en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y normas reglamentarias y, solamente, en defecto de éstas se aplicarán las generales que regulan la actividad comercial, en virtud de la remisión prevista en el artículo 2034 del Código de Comercio.

Este presupuesto se encuentra consagrado en el artículo 1º del Decreto 2605 de 1993, reglamentario del artículo 11 de la Ley 35 del mismo año, que reza: "Los intermediarios de seguros y reaseguros se encuentran sometidos a las disposiciones generales que regulan su actividad y a las normas especiales del presente decreto”.

Con la misma orientación en el artículo 236 de la Ley 222 de 1995 se señala que “(...) lo dispuesto en esta ley se entenderá sin perjuicio de las normas tributarias y de las especiales aplicables a las sociedades sometidas a la inspección, vigilancia o control de entidades distintas a la Superintendencia de Sociedades (...)”.

En este sentido, el artículo 2º del prenombrado decreto, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 5º del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, prescribe que “La actividad de intermediación de seguros y reaseguros está reservada a las sociedades corredoras de seguros, a las sociedades corredoras de reaseguros, a las agencias colocadoras de seguros y a los agentes colocadores de pólizas de seguro, de acuerdo con su especialidad” refiriéndose a las personas autorizadas legalmente para ejercer la actividad de intermediación de seguros.

Por su parte, en el Capítulo XII, Parte Primera, del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero se señalan las normas especiales que regulan a los intermediarios de seguros mencionados en la disposición antes transcrita. Es así como el numeral 1 de su artículo 40, modificado parcialmente por el artículo 101 de la Ley 510 de 19991, consagra la definición de las sociedades corredoras de seguros, prescribiendo que son corredores de seguros las empresas constituidas como sociedades anónimas “(...) cuyo objeto social sea exclusivamente ofrecer seguros, promover su celebración y obtener su renovación a título de intermediarios entre el asegurado y el asegurador”.

De igual forma, el numeral 3 del artículo 41 del mismo estatuto dispone que “Las agencias de seguros solamente podrán ser dirigidas por personas naturales y por sociedades de comercio colectivas, en comandita simple o de responsabilidad limitada, conforme a las normas mercantiles vigentes sobre la materia”.

Del marco normativo expuesto se infiere que las disposiciones especiales que regulan la actividad de la intermediación de seguros prescriben la naturaleza jurídica que deben adoptar las personas jurídicas que pretendan dirigir una agencia colocadora de seguros, así como las sociedades corredoras de seguros. En este orden de ideas, no resultaría jurídicamente viable que una empresa unipersonal en los términos previstos en el Capítulo VIII de la Ley 222 de 1995 dirija una agencia de seguros ni se constituya como corredora de seguros toda vez que, como se indicó, en las normas que rigen estas figuras no se encuentra prevista la posibilidad de que la agencia sea dirigida por personas jurídicas diferentes de sociedades comerciales de responsabilidad limitada, colectivas o en comandita simple, ni que el corretaje de seguros sea ejercido por una sociedad distinta de la anónima.

De otro lado, el numeral 1º del precitado artículo 41 consagra la definición de los agentes colocadores de seguros y establece su clasificación. En efecto, dicha norma establece: “Son agentes colocadores de pólizas de seguros y de títulos de capitalización las personas naturales que promuevan la celebración de contratos de seguro y de capitalización y la renovación de los mismos en relación con una o varias compañías de seguros o sociedades de capitalización”. A su turno, en el numeral 5º la misma disposición instituye las clases de agentes en función del vínculo que lo relaciona con la aseguradora o capitalizadora, esto es, un contrato laboral en el caso del agente dependiente o un contrato mercantil para el agente independiente.

En esa dirección, el literal b) define a los agentes independientes como las personas “(...) que, por sus propios medios, se dedican a la promoción de pólizas de seguros y de títulos de capitalización, sin dependencia de la compañía de seguros o de la sociedad de capitalización, en virtud de un contrato mercantil”.

En este orden de ideas y teniendo en cuenta que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la precitada ley, la empresa unipersonal goza de personería jurídica y se entiende como un sujeto de derecho independiente de su constituyente, tampoco resultaría legalmente viable que la misma pudiera ejercer la actividad de intermediación de seguros en los términos consagrados en el numeral 5º del artículo 41 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero para las personas naturales, en cualquiera de sus dos modalidades: agentes dependientes y agentes independientes, máxime si no se olvida que en la legislación especial no se ha previsto la separación del patrimonio y la consecuente limitación de responsabilidad del agente como se consagra en el caso de la empresa unipersonal.

De otro lado no sobra precisar, atendiendo los términos de su comunicación, que la remisión normativa que efectúa el artículo 80 de la mencionada Ley 222 al régimen de las sociedades de responsabilidad limitada no significa que la empresa unipersonal modifique su naturaleza jurídica, pues aquélla se traduce en la simple aplicación supletiva de sus preceptos.

Por último, en relación con su apreciación relativa a que la condición de agente independiente reduce su responsabilidad de “(...) llevar libros de contabilidad y tributación ante la DIAN (...)”, se debe precisar que de conformidad con lo previsto en los artículos 48 y siguientes del Código de Comercio, en concordancia con los artículos 19 numeral 3º y 21 del mismo código, disposiciones que le resultan aplicables en su condición de comerciante, el agente independiente debe llevar la contabilidad de sus negocios conforme con los lineamientos contenidos en el Decreto 2649 de 19932, tal como lo preceptúa el artículo 2º de dicha reglamentación. Las mismas consideraciones pueden hacerse extensivas al cumplimiento de las normas tributarías».

Tarjetas débito y monederos electrónicos

SUPERINTENDENCIA BANCARIA

Subdirector de Regulación y Consulta

Concepto No. 2000029236-1 

 11 de octubre de 2000

«Teniendo en cuenta el auge de la sistematización se han desarrollado programas tecnológicos tendientes a cubrir las nuevas necesidades de pago de bienes y servicios, de tal manera que el dinero efectivo ha venido siendo reemplazado por otros mecanismos como el dinero plástico, que incluye las tarjetas crédito y débito, o el dinero electrónico que comprende las tarjetas inteligentes, dentro de las cuales se encuentran las tarjetas prepagadas o los monederos electrónicos.

Respecto de las tarjetas prepagadas se ha indicado que “pueden ser emitidas por cualquier entidad de servicios o de la banca, también ha sido equipada con un chip en cuya memoria se almacena un determinado valor monetario, prepagado por el consumidor. Fue creada pensando en las transacciones de pequeños montos y reemplazar paulatinamente el dinero en efectivo.
Con ella el tarjetahabiente sólo debe seleccionar lo que requiere, y el establecimiento o terminal le hace el descargo sin necesidad de marcar claves personales, ni firmar ningún documento.

La tarjeta puede ser desechable o reutilizable. En el primero de los casos se descarta y en el segundo se lleva a la entidad emisora para que se le vuelva a proveer de un nuevo valor.

A esta tarjeta se le conoce como monedero electrónico y automático porque se pueden hacer operaciones fuera de línea en todos los puntos de pago. Sin embargo, en caso de pérdida el usuario pierde el saldo existente en la tarjeta, ya que no existen reembolsos”1  (se resalta).

Se ha dicho además que en los monederos electrónicos “las operaciones son fuera de línea, y buscan remplazar las transacciones con efectivo de bajos montos; permiten acceder al mercado que tradicionalmente no recibe tarjetas como medio de pago; se maneja el esquema de seguridad de validación entre la tarjeta y el terminal (...)”2.

Como se observa, el monedero electrónico es una tarjeta plástica a la que se integra un microprocesador capaz de almacenar información, la cual es cargada previamente por el usuario por un valor monetario del que puede disponer en cualquier sitio comercial donde una terminal lo acepta como forma de pago, sin necesidad de depender de un sistema en línea con el emisor.

Por otro lado, “(...) la tarjeta débito es aquel documento plástico que un establecimiento de crédito expide al titular de una cuenta a la vista, de ahorros o corriente, para que a través de ella se debiten de sus fondos las sumas retiradas por intermedio de un cajero automático o un punto de pago”.

(...)

Ahora bien, quien posea una tarjeta débito expedida por un establecimiento de crédito puede hacer uso de ella a través de dos mecanismos:

“•  Cajeros automáticos: medios electrónicos a través de los cuales las entidades financieras ofrecen a sus ahorradores y cuentahabientes la posibilidad de realizar diversas transacciones como una extensión del servicio más allá del lugar donde están físicamente ubicadas las sucursales o agencias. Estos cajeros normalmente se encuentran programados para realizar, entre otras, las siguientes operaciones: retiros en efectivo, trasferencias de fondos de una cuenta a otra, depósitos en cheque, pagos de servicios públicos, abonos a tarjetas de crédito y consultas de saldos.

•  Puntos de pago: en estos centros o puntos de lectura de las tarjetas débito se puede cancelar el valor de bienes y servicios, mediante el correspondiente débito de la cuenta del titular, para posteriormente transferir la suma cancelada a la cuenta del establecimiento de comercio que los vende.

Si bien mediante el sistema de tarjetas débito la entidad bancaria no otorga financiación alguna a su titular, le permite a éste movilizar sus recursos a través de diversos puntos de lectura (...)”3  (resaltamos).

Así las cosas, en términos generales las diferencias entre las tarjetas débito y los monederos electrónicos son las siguientes:

• Los monederos electrónicos son utilizados para pagos de compras menores pudiendo, entonces, el usuario contar con un instrumento de pago que le permita realizar las compras diarias de una manera rápida y sencilla sin llevar dinero en efectivo; usualmente corresponden a las tarjetas prepagadas.

• Los monederos electrónicos no requieren para su utilización estar en un sistema en línea con el emisor; basta que el establecimiento de comercio posea una terminal en la cual se descarga el valor de la compra.

• Por regla general, para la expedición de la tarjeta débito el usuario debe encontrarse vinculado a la entidad financiera a través de un contrato de cuenta corriente o de ahorros para la movilización de sus recursos.

• La movilización de los recursos se realiza a través de cajeros automáticos o puntos de pago que se encuentran conectados en un sistema en línea con el emisor».
Obligaciones de las oficinas de representación

de las entidades financieras del exterior

SUPERINTENDENCIA BANCARIA

Subdirector de Regulación y Consulta

Concepto No. 2000068056-2 

24 de octubre de 2000

«1. “¿(...) obligaciones formales que debe cumplir una Oficina de Representación de una entidad financiera del exterior, cuya apertura se efectuó conforme a lo preceptuado en el capítulo quinto de la circular externa 088 de 1998, y en particular si existe o no la obligación de llevar registros financieros acordes con el PUC del sector financiero?”.
Conviene precisar inicialmente que de acuerdo con lo previsto en el numeral 1º del artículo 94 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero corresponde a la Superintendencia Bancaria autorizar el establecimiento en el país de oficinas de representación de organismos financieros del exterior, las cuales se encuentran sometidas a la vigilancia e inspección de este organismo en los términos del literal b) del numeral 2º del artículo 325 de la misma obra.

Las disposiciones sobre tales oficinas están consagradas fundamentalmente en el Capítulo Quinto del Título I de la Circular Básica Jurídica de esta Superintendencia (Circular Externa 007 de 1996), normativa que señala entre otras las obligaciones de las oficinas de representación de entidades financieras del exterior y que establece sobre el régimen contable en el inciso primero del numeral 4º :

“Los representantes legales de entidades financieras o reaseguradoras del exterior en Colombia deben llevar un registro contable sobre los ingresos recibidos en moneda legal o extranjera y la descomposición de los gastos de funcionamiento que las mismas demanden, los cuales podrán ser revisados en cualquier momento por este Despacho”.
Se advierte por lo tanto que la citada disposición no prevé que las oficinas de representación de instituciones financieras del exterior y sus representantes deban llevar su contabilidad conforme a las reglas contenidas en el Plan Único de Cuentas para el Sistema Financiero (Resolución 3600 de 1988), debiéndose resaltar además que tales oficinas no han sido expresamente contempladas como usuarios del mismo.

Así las cosas, se puede concluir en este aspecto que no existe para las oficinas de representación de entidades financieras del exterior en Colombia y sus representantes legales, la obligación de llevar sus registros contables según los preceptos de la citada Resolución 3600 de 1988.

2. “(...) le solicito incluir concepto respecto del patrimonio adquirido por la oficina de representación para adelantar su funcionamiento, si este puede ser o no considerado como una inversión de la entidad financiera del exterior en Colombia y respecto de los ingresos obtenidos por estas oficinas de sus casas matrices, si estos pueden ser considerados como gravables por cualquier concepto en nuestro país”.
Para ilustrar este punto conviene citar lo previsto en el segundo inciso del ya mencionado numeral 4º del Capítulo Quinto del Título I de la Circular Básica Jurídica de este organismo:

“Igualmente, deberán conservar un inventario de los bienes que posea la entidad financiera o de reaseguros del exterior en el país y, en el caso particular de las oficinas de representación de las entidades financieras del exterior, deberá llevarse un control sobre las financiaciones otorgadas en cuanto a sus valores, clase de moneda, intereses por su gestión, fecha de otorgamiento y vencimiento, número de registro de la operación ante el Banco de la República, etc.”.
Tal obligación a cargo de los representantes legales de las oficinas de representación permite apreciar que resulta factible que la entidad financiera del exterior posea bienes en el país, respecto de los cuales se debe llevar un riguroso inventario. Dichos bienes pueden constituir una inversión de la entidad del exterior en el país, debiéndose estimar cada caso frente a la regulación particular prevista en la Resolución Externa 8 de 2000 de la Junta Directiva del Banco de la República, Estatuto Cambiarlo vigente, y en el Estatuto de Inversiones Internacionales, consagrado en la Resolución 51 de 1991 del Conpes.

(...)

3. "(...) diferenciación existente entre oficinas de representación, sucursales y agencias de entidades financieras del exterior en nuestro país, indicando la normatividad aplicable en cada caso”.
En relación con el inversionista extranjero en el sector financiero, el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero (Decreto 663 de 1993) y especialmente el Estatuto de Inversiones Internacionales reconocen expresamente la posibilidad de que este participe en cualquier proporción en el capital de instituciones financieras (artículo 27 Resolución 51 del CONPES).

De tal forma, la normatividad actualmente vigente no restringe o limita el acceso de inversionistas del exterior al sector financiero colombiano; por el contrario, la estimula o favorece al reconocer reiteradamente el tratamiento equitativo que se le debe dar. Igualmente, respecto de aquellas instituciones financieras que cuenten entre sus accionistas a personas naturales o jurídicas inversionistas del exterior, no existe por este solo hecho disposición que suponga un trato discriminatorio o desigual.

Así, la constitución de instituciones financieras con capital de inversionistas extranjeros o el ingreso de éstos a entidades ya establecidas es una posibilidad acogida plenamente por la ley colombiana.

Ahora bien, el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero no contempla la posibilidad de que instituciones del exterior establezcan en Colombia "sucursales o agencias”. Es necesario resaltar que el desarrollo de las operaciones propias de las entidades vigiladas por esta Superintendencia y particularmente el ejercicio de la actividad financiera en Colombia exige el establecimiento de una sociedad en el país, creada con dicho propósito, según el tipo de institución y conforme a los preceptos principalmente establecidos en el artículo 53 del señalado Estatuto Orgánico.

Por lo anterior, si bien es procedente que una institución financiera del exterior constituya una entidad en el país para desarrollar la actividad financiera o ingrese como accionista a una ya establecida, atendiendo en cada caso los procedimientos y disposiciones aplicables, se insiste en que no es procedente que esa actividad sea ejercida en Colombia a través de una sucursal o agencia de la institución.

Asunto diferente es la apertura en el país de una oficina de representación de la entidad financiera del exterior. Dicha oficina, cuyo establecimiento debe ser autorizado previamente por la Superintendencia Bancaria según se precisó al comienzo de esta comunicación, no tiene el carácter de sucursal o agencia de la entidad del exterior, considerando el carácter de dichos establecimientos según los artículos 263 y 264 del Código de Comercio.

Las oficinas de representación son instituciones sometidas al control y vigilancia de esta Superintendencia y las disposiciones sobre éstas, según indicamos anteriormente, están contempladas en el Capítulo Quinto del Título I de la Circular Básica Jurídica1.»
Operaciones autorizadas a las

cooperativas financieras

SUPERINTENDENCIA BANCARIA

Subdirector de Regulación y Consulta

Concepto No. 2000056800-3 

16 de noviembre de 2000
«Consideraciones preliminares

En primer lugar, es importante precisar que el parágrafo 2o del artículo 17 del Decreto 1688 del 27 de junio de 1997 determinó que la Superintendencia Bancaria asumiría la vigilancia y control de los entes cooperativos que adelanten actividad financiera en forma especializada en un plazo máximo de un (1) año, contado a partir de la fecha de publicación del citado decreto.

A través del Decreto 619 de 1998 se dispuso que a más tardar el 27 de junio de 1998 este organismo asumiría el control y vigilancia de las cooperativas que adelantan actividad financiera en forma especializada, y el 1º de enero de 1999 el de las cooperativas multiactivas o integrales con sección de ahorro y crédito y cooperativas de ahorro crédito que a junio 30 de 1998 reunieran las condiciones específicas allí previstas.

Mediante la expedición de la Ley 454 de 1998 el legislativo determinó el marco conceptual que regula la economía solidaria, dictó normas sobre la actividad financiera de las entidades de naturaleza cooperativa y emitió otras disposiciones. Las condiciones para el ejercicio de la actividad financiera se encuentran consagradas en los artículos 39 a 50 ibídem.

El artículo 40 de la ley en cita define a las cooperativas financieras como “organismos cooperativos especializados cuya función principal consiste en adelantar actividad financiera, su naturaleza jurídica se rige por las disposiciones de la Ley 79 de 1988 y se encuentran sometidas al control, inspección y vigilancia de la Superintendencia Bancaria”, otorga a estas cooperativas el carácter de “establecimientos de crédito” y señala adicionalmente que para desarrollar operaciones propias de las mismas “se requiere la autorización previa y expresa en tal sentido de la Superintendencia Bancaria” condicionada al cumplimiento anticipado de ciertos requisitos.

Ahora bien, con la entrada en vigencia de la Ley 454 claramente se restringe el desarrollo de la actividad financiera con terceros a las cooperativas multiactivas o integrales y de ahorro y crédito que bajo la nueva concepción son cerradas y sólo pueden captar recursos exclusivamente de sus asociados. De suerte que las entidades que actualmente se encuentran bajo el control de la Superintendencia Bancaria que no se conviertan o especialicen necesariamente deben liquidarse o transformarse.

(...)

“2. Pueden estas entidades desarrollar todas las operaciones autorizadas a las entidades de crédito o qué limitaciones se presentan?” .

La Ley 454 de 1998 establece taxativamente en el artículo 47 las operaciones que están autorizadas para adelantar las cooperativas financieras, así:

“1. Captar ahorro a través de depósitos a la vista o a término mediante expedición de Certificados de Depósito de Ahorro a Término (CDAT), y Certificados de Depósito a Término (CDT).

2. Captar recursos a través de ahorro contractual.

3. Negociar títulos emitidos por terceros distintos de sus gerentes, directores y empleados.

4. Otorgar préstamos y, en general, celebrar operaciones activas de crédito

5. Celebrar contratos de apertura de crédito.

6. Comprar y vender títulos representativos de obligaciones emitidas por entidades de derecho público de cualquier orden.

7. Otorgar financiación mediante la aceptación de letras de cambio.

8. Otorgar avales y garantías en los términos que para el efecto autoricen la Junta Directiva del Banco de la República o el Gobierno Nacional, cada uno según sus facultades.

9. Efectuar operaciones de compra de cartera o factoring sobre toda clase de títulos.

10. Abrir cartas de crédito sobre el interior en moneda legal.

11. Intermediar recursos de redescuento.

12. Realizar operaciones de compra y venta de divisas y demás operaciones de cambio, dentro de las condiciones y regulaciones que al efecto expida la Junta Directiva del Banco de la República.

13. Emitir bonos.

14. Prestar servicios de asistencia técnica, educación, capacitación y solidaridad que en desarrollo de las actividades previstas en los estatutos o por disposición de la ley cooperativa pueden desarrollar, directamente o mediante convenios con otras entidades En todo caso, en la prestación de tales servicios las cooperativas no pueden utilizar recursos provenientes de los depósitos de ahorro y demás recursos captados en la actividad financiera.

15. Celebrar convenios dentro de las disposiciones legales para la prestación de otros servicios, especialmente aquellos celebrados con los establecimientos bancarios para el uso de cuentas corrientes.

16. Las que autorice el Gobierno Nacional.”
“3.¿ Están obligadas a efectuar las inversiones exigidas a la banca comercial?”.

Como ya se indicó, dado el carácter de establecimientos de crédito que de acuerdo con la ley ostentan las cooperativas financieras, les son aplicables a las mismas las normas que regulan ese tipo de entidades.

En ese sentido, el numeral 2 del articulo 112 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero consagra la obligación de las entidades financieras de suscribir Títulos de Desarrollo Agropecuario en proporción a los diferentes tipos de exigibilidades en moneda legal, deducido previamente el encaje, según lo establezca la Junta Directiva del Banco de la República, en tanto que, de conformidad con lo previsto en el artículo 45 de la Ley 546 de 1999, todos los establecimientos de crédito estarán obligados a suscribir en el mercado primario TDR, en las condiciones allí señaladas.

De otra parte, corresponde a las cooperativas financieras, dada su condición de establecimientos de crédito, cumplir con los requerimientos de encaje que fije y reglamente la Junta Directiva del Banco de la República en ejercicio de las atribuciones otorgadas por la Ley 31 de 1992.

En lo tocante a las inversiones que no revistan la calidad de forzosas, debe advertirse que el artículo 48 de la Ley 454 de 1998 indica que las cooperativas financieras únicamente pueden efectuar las que dicha norma contempla.

“4. Si vencido el término para desarrollar la actividad financiera no se ha obtenido la correspondiente autorización o renovación, ¿constituye delito continuar ejerciendo tal actividad?.

5. ¿De qué plazo dispone la Superintendencia para tomar una decisión frente al tema relacionado en el punto cuarto?”.

Sobre este particular y en el caso de las cooperativas en proceso de conversión en cooperativas financieras debe indicarse que este procedimiento, que de acuerdo con la ley no está sujeto a un plazo determinado, no implica solución de continuidad como persona jurídica, ni en sus actividades, por lo cual la entidad conserva la autorización para continuar desarrollando su actividad financiera en forma especializada, salvo que al término del proceso se niegue la conversión y como consecuencia deba transformarse o disolverse».

Régimen de inversiones de 

las aseguradoras

SUPERINTENDENCIA BANCARIA

Subdirector de Regulación y Consulta

Concepto No. 2000081804-2 

15  de noviembre de 2000
«El régimen de inversiones vigente de las entidades aseguradoras, consagrado en el Decreto 094 de 20001, establece en su artículo 1º las reglas a las cuales deben sujetarse las mismas para estructurar su portafolio de inversiones. Es así como en el numeral 1º de dicha disposición se señalan los parámetros bajo los cuales se deben realizar las inversiones de las reservas técnicas de seguros, en tanto que respecto de los recursos distintos de tales reservas, esto es, el patrimonio y demás fondos de la aseguradora, el numeral 2º consagra como presupuesto que los mismos serán de su  “(...) libre inversión”.

Ahora bien, en relación con el interrogante relativo a la posibilidad de invertir los recursos propios del patrimonio o demás fondos de una aseguradora “(...) en pólizas de seguros emitidas por compañías de seguros de vida domiciliadas en el exterior (...)” este organismo de control considera que dicha alternativa debe examinarse desde la perspectiva de la naturaleza jurídica del seguro así como su función económica, vale decir, objetivos que perseguiría una aseguradora con la contratación de una póliza de seguro y, en particular, un seguro de vida.

En efecto, en el mercado mundial y en el colombiano2 el seguro se concibe como un negocio jurídico bilateral a través del cual una de las partes, el tomador, traslada un riesgo asegurable a la otra, aseguradora, con el objeto de cubrir una contingencia probable de pérdida a cambio de una contraprestación denominada prima. En este negocio, la prestación económica del asegurador se encuentra condicionada a la ocurrencia del siniestro, esto es, a la realización del suceso incierto identificado como riesgo asegurado.

Esta definición del negocio de seguros guarda coherencia con su carácter aleatorio en el que está presente la incertidumbre respecto de si el asegurador tendrá o no que afrontar el pago de la indemnización. Esta incertidumbre es la que le da el carácter aleatorio a la relación de seguro; de ahí que la obligación del asegurador sea por esencia condicional por el hecho de estar supeditada a la ocurrencia incierta de un evento futuro para que se haga exigible.

En este orden de ideas y aún considerando los seguros de vida que conllevan un componente de ahorro, en el negocio de seguro la prestación del asegurador, de hacerse exigible, se traduce en la obligación de indemnizar un siniestro generado por un hecho aleatorio y no un rendimiento. En las condiciones expuestas no se podría catalogar la póliza de seguro como un título de inversión propiamente dicho, máxime si se tiene en cuenta que en la contratación de la misma no concurrirían los criterios que debe atender todo inversionista en el manejo y administración de capitales tales como: liquidez, seguridad y rentabilidad.

Por otra parte, entendería esta Superintendencia que la contratación de una póliza de seguro de vida por parte de una aseguradora tendría por objeto amparar la vida de una o varias personas naturales. Sin embargo, no se observa con claridad en qué términos se estaría realizando una inversión con el patrimonio de la persona jurídica.

Por último, se advierte que con la contratación de una póliza en las condiciones expuestas la aseguradora incurriría en la restricción al aseguramiento en el exterior consagrada en el numeral 1º del artículo 188 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero».

Centrales de riesgo. Caducidad del dato negativo 

SUPERINTENDENCIA BANCARIA

Subdirector de Regulación y Consulta

Concepto No. 2000049922-1 

7 de noviembre de 2000
«Sea lo primero precisar que la calidad de deudor que adquiere una persona con respecto a una institución financiera constituye un hecho definido plenamente por la ley comercial y civil, fruto de la realización de algún acto jurídico o contrato que se regula por el acuerdo entre las partes, acto que normalmente se relaciona con una operación crediticia; así mismo, esa condición desaparece por el acaecimiento de alguna de las formas de extinción de las obligaciones tales como el pago efectivo, la novación, la confusión, la prescripción o el evento de la condición resolutoria, entre otras.

Por otra parte, constituye práctica reiterada de los establecimientos crediticios el adoptar una serie de medidas tendientes a dar seguridad y evitar riesgos en el desarrollo de sus operaciones de crédito; por ello, a través de sus entidades gremiales o centrales de riesgo intercambian información sobre el nombre de los deudores morosos, su documento de identidad y número de obligaciones vencidas a fin de que exista un reporte histórico de los mismos. Sin embargo, cabe advertir que dicha información deberá ser manejada por las bases de datos con sujeción a lo previsto en el artículo 15 de la Constitución Política de Colombia, del siguiente tenor:

“Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas.

En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y demás garantías consagradas en la Constitución (...)”.

El tema del riesgo crediticio está relacionado también con la obligatoriedad que tienen las entidades financieras de evaluar y calificar permanentemente la cartera de créditos, a cuyo efecto deben observar los instructivos proferidos por este organismo1. En ese sentido, es preciso indicar que la aplicación de los criterios de evaluación y calificación de la misma es responsabilidad directa y exclusiva del respectivo establecimiento, pues como titular del crédito debe efectuar un examen concienzudo del riesgo y de la real capacidad de pago de su deudor y por ende, si es del caso, constituir provisiones conforme a la normatividad vigente so pena de quedar sujeto a las medidas administrativas reseñadas.

Resulta importante advertir que actualmente cursa en el Congreso de la República el Proyecto de Ley No. 263/2000 ‑Senado‑ por el cual se regula el ejercicio de los derechos al habeas data, a la información y el tratamiento de información financiera y comercial contenida en las bases de datos. Valga aclarar que el artículo 110 de la Ley 510 del 3 de agosto de 1999, que establecía las diferentes reglas que debían observar las entidades sobre la conservación, el uso y la divulgación de la información de los usuarios del sistema financiero fue declarado inexequible por la H. Corte Constitucional mediante Sentencia C-729 de junio 21 del 2000, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro Naranjo Mesa.

De otra parte, es preciso determinar si el interesado, en su momento, pudo ser beneficiado con el alivio consagrado por la citada ley en materia de la caducidad de datos negativos reportados a centrales de información financiera. En efecto, el parágrafo del artículo 114 de dicha ley (modificado por el artículo 76 de la Ley 550 de 1999), que regulaba el tema de los Bancos de Datos Financieros o de Solvencia Patrimonial y Crediticia y la caducidad de la información negativa, fue declarado inexequible por la Corte Constitucional en Sentencia C‑384 del 5 de abril del 2000, expedientes D‑2559, D‑2574 y D‑2586, Magistrado Ponente Dr. VIadimiro Naranjo M., establecía de manera temporal la caducidad del dato negativo para aquellas personas que dentro de los seis meses siguientes a la vigencia de la misma (término que fue ampliado a 10 meses por la Ley 550 de 1999) se pusieran al día en las obligaciones por cuya causa hubieren sido reportadas a los mencionados bancos de datos, sin importar el monto de la obligación e independientemente de si el pago se producía judicial o extrajudicialmente.

Adicionalmente, es pertinente señalar que si la deuda por la cual se efectuó el reporte corresponde a un crédito de vivienda individual a largo plazo y en tanto haya sido objeto de reestructuración en los términos del artículo 42 de la Ley 546 de 1999, podrá tener derecho a exigir que su nombre se retire como deudor moroso de cualquier central de riesgo una vez haya cumplido puntualmente con el pago de las tres primeras cuotas de la obligación reestructurada, tal como lo indica el artículo 52 ibídem en los siguientes términos:

“Los deudores de los créditos de vivienda individual a largo plazo que reestructuren sus créditos hipotecarios en los términos previstos en el artículo 42 de la presente ley, tendrán derecho a exigir que sus nombres se retiren como deudores morosos de las centrales de riesgo, una vez hayan cumplido puntualmente con el pago de las tres primeras cuotas de la obligación reestructurada. Los deudores hipotecarios de viviendas entregadas en dación en pago con posterioridad al 1º de enero de 1997, tendrán derecho a que las entidades financieras los declaren a paz y en salvo por el crédito respectivo y retiren sus nombres de las centrales de riesgo. Igualmente, podrán beneficiarse de la opción de readquisición de vivienda establecida en el artículo 46 de la presente ley”.

Ahora bien, la Corte Constitucional ha sostenido en su doctrina que la permanencia del reporte en los bancos de datos no puede ser indefinida y que los registros negativos no tienen vocación de perennidad, por lo cual, después de ponerse el ciudadano al día en sus obligaciones, debe merecer que se borren las anotaciones negativas de los archivos de las centrales de riesgo, por no corresponder a la realidad o no ser actuales. En ese sentido, afirma la Corte que los datos caducan y una vez producida la caducidad deben ser eliminados del correspondiente sistema de modo definitivo2.

No obstante, aclara esa Autoridad que sí es factible que en el ejercicio del derecho que tiene el sector financiero a estar informado oportunamente sobre los antecedentes más cercanos de sus actuales y potenciales clientes en orden a garantizar la calidad del crédito, cuando se haya presentado mora en la atención de las obligaciones de ese tipo, se mantenga registrado el antecedente por un tiempo razonable, aún con posterioridad al pago efectivamente realizado. Para el efecto, a falta de norma legal exactamente aplicable, esa Corporación ha indicado por vía jurisprudencial que el término prudencial de caducidad “se establece en dos años para los pagos voluntarios y en cinco años para los pagos forzados” y, para el caso en que la mora haya sido inferior a un año, “el término de caducidad será igual al doble de la misma mora”3.

Opina la Corte Constitucional que los plazos señalados en esa materia en la Sentencia SU-082 de 1995 operan a falta de expresa disposición normativa y “sí bien es cierto, no pueden tomarse como obligatorios y erga omnes, son pautas jurisprudenciales aplicables para resolver casos semejantes, por lo menos hasta que el legislador subsane el vacío existente en el ordenamiento jurídico”4».
Temas de Consulta 

Por considerarlas de interés general, a continuación presentamos una relación de las sentencias que se han proferido sobre la Ley 546 de 1999.

Ley 546 de 1999

SENTENCIAS

CORTE CONSTITUCIONAL



No.
Fecha
Demandante
Decisión

C-955
26/07/00
Humberto Longas Alejandro  Baquero
Declara exequibles los artículos 1 a 4, 7, 16, 18, 19, 20, 21, 25, 26, 27, 28 parcial, 29, 31, 32, 33, 35 a 39, 40, 41, 42 num. 1 y 48 e inexequibles los artículos 3 parcial, 6 parcial, 7 num. 7 parcial, 38 parcial, 39 parcial, 41 parcial, y 42 parcial*.  

C-1140
30/08/00
Sixto Acuña y otro
Respecto de los artículos 1, 2, 3, 4, 6 inciso final, 7, 17, 18, 19, 20, 21, 25, 28 parágrafo, 38, 39, 40, 41 y 42, estarse a lo resuelto en la sentencia C-955 de 2000. Declara exequibles los artículos 43, 44 y 45 y declara inexequibles los artículos 35, 36 y 37

C-1051
10/08/00
Dario Plata Rueda Vanegas
Se demandaron los artículos 3 parcial, 17 parcial, 28 parágrafo parcial, 38 parcial, 39 parcial, 40 parcial y 41 parcial. Declara estarse a lo resuelto en la sentencia C-955 de 2000.

C-1146
30/08/00
Agusto Rodríguez Ballesteros
Se demandó de la Ley 546/99 el parágrafo  final del artículo 28, declarando estarse a lo resuelto en la sentencia C-955 de 2000.

C-1265
20/11/00
Diter Raul Castrillón
Declara exequible el artículo 50 de la Ley 546/99 salvo la expresión “en los términos que determine el Gobierno Nacional” que se declara inexequible. Respecto de los artículos 1, 3, 17, 19, 20, 35 a 37, 40 a 45, declara estarse a lo resuelto en sentencias C-955 y C-1140 de 2000.

SENTENCIAS

CORTE CONSTITUCIONAL



No.
Fecha
Demandante
Decisión

C-1337
4/10/00
Orlando Pacheco Coronado
Se demandaron los artículos 1º, 2º, 8º, 9º, 38, 39, 41 y 42, todos parciales, de la Ley 546 de 1999. Declara estarse a lo resuelto en sentencia C-955 de 2000

C-1377
11/10/00
Ramiro Gallego García y otro
Se demandaron los artículos 1º, 3º  y 39 numeral 2º (la Corte explicó que la demanda en realidad se refiere al artículo 41) de la Ley 546 de 1999, el decreto 856 de 1999 y la Resolución 2896 de 1999. Declara estarse a lo resuelto en sentencia C-955 del 2000.

Reseña General

Normas

Competencia desleal

Circular Externa 005 de 2000 (Nov. 20). Superintendencia de Industria y Comercio. A raíz de la caída del Decreto 266 de 2000, que regulaba estas materias, la Superintendencia de Industria y Comercio fijó los criterios que se deben seguir en aquellos procedimientos que se adelantan en materia de competencia desleal, prácticas comerciales restrictivas, protección al consumidor y protección  de los usuarios y suscriptores de servicios no domiciliarios de telecomunicaciones (Diario Oficial No. 44.231, nov. 18/00, p. 5).

Distribución de competencias de las Delegaturas

Resolución No. 1627 de 2000 (Oct. 25). Superintendencia Bancaria. Se establece la competencia de las Delegaturas para Intermediación Financiera Uno, Dos, Tres y de la Delegatura para Entidades Administradoras de Pensiones y Cesantía, modificando la Resolución 008 del 4 de enero de 2000. 

Evaluación de cartera

Circular Externa 70 de 2000 (Oct. 5). Superintendencia Bancaria. Modifica los capítulos II y III de la Circular Externa 100 de 1995 (Básica Contable y Financiera), referente a la evaluación de cartera de créditos y de contratos de leasing y a bienes recibidos en pago.

Fogafín

Decreto 1814 de 2000 (Sep. 18). Autoriza al Fondo de Garantías de Instituciones Financieras para realizar aportes de capital en sociedades anónimas de naturaleza pública (Diario Oficial No. 44.166, sep. 18/00, p. 2). 

Inversiones internacionales

Decreto 2080 de 2000 (Oct. 18). Constituye el régimen de inversiones internacionales del país y regula en su integridad el régimen de inversiones de capital del exterior en el país y el régimen de las inversiones colombianas en el exterior (Diario Oficial No. 44.205, oct. 25/00, p. 29). 

Operaciones con derivados

Decreto 2396 de 2000 (Nov. 20). Se regula la realización de operaciones con derivados. Entre otros temas se establece el patrimonio adecuado para cumplir requisitos mínimos de solvencia en operaciones con derivados, indica el límite a las posiciones abiertas con derivados y el límite al crecimiento de posiciones en derivados (Diario Oficial No. 44.236, nov. 23/00, p. 30).

Operaciones de expansión y contracción monetaria

Circular Reglamentaria DSMAR 49 de 2000 (Sep. 29). Banco de la República. Disposiciones sobre el control de riesgo para las operaciones de expansión y contracción monetaria (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Operaciones interbancarias

Decreto 2025 de 2000 (Oct. 5). Reglamenta el artículo 17 de la Ley 608 de 2000. Para determinar el saldo neto de las operaciones interbancarias sobre las cuales se genera el impuesto a las transacciones, seguirá entendiéndose que es cero el correspondiente a las operaciones realizadas entre instituciones vigiladas o de valores, o entre éstas y el Banco de la República y el Tesoro Nacional (Diario Oficial No. 44.198 Bis, oct. 19/00, p. 1).
Operaciones para regular la liquidez de la economía

Resolución Externa No. 15 de 2000 (Oct. 13). Banco de la República. Se dictan normas sobre operaciones para regular la liquidez de la economía y los apoyos transitorios de liquidez del Banco de la República a los establecimientos de crédito (Legislación Económica No. 1154, Nov. 15/00, p. 849).

Propiedad industrial

Decisión 486 de 2000. Comunidad Andina de Naciones. Se aprueba un nuevo régimen común sobre propiedad industrial, la cual regula, entre otros aspectos, las patentes de invención, los diseños industriales, marcas, denominaciones de origen y competencia desleal vinculada a la propiedad industrial (Ambito Jurídico No. 66, oct. 2-15/00, p. 1 y 16).

Posición propia

Circular Externa No. 074 de 2000 (Nov. 17). Superintendencia Bancaria. Con el propósito de dar cumplimiento a las modificaciones que mediante resolución No. 18 de 2000 de la Junta Directiva del Banco de la República se introdujeron a la posición propia de contado, se modifica el numeral 8º del Capítulo XIII –controles de ley- de la Circular Básica Contable y Financiera.

Readquisición de vivienda

Decreto 2336 de 2000 (Nov. 9). Se reglamenta el derecho de opción de readquisición consagrado en la ley de vivienda. Los deudores individuales de vivienda que entreguen o hayan entregado en dación en pago su vivienda tendrán derecho a optar por la readquisición de la misma (Diario Oficial No. 44.228, nov. 15/00, p. 14). 

Valor de inembargabilidad y entrega sin juicio de sucesión de depósitos

Carta Circular 550 de 2000 (Oct. 9). Superintendencia Bancaria. Se informa el valor reajustado para beneficios de inembargabilidad y entrega de depósitos de ahorro sin juicio de sucesión. El valor de inembargabilidad de los depósitos de ahorro es de $15.445.915.oo, y el de la suma que se entregará sin juicio de sucesión es de $25.743.189.oo

Jurisprudencia

Corte Constitucional

Autonomía judicial

Sentencia T-1009 del 8 de agosto de 2000. Autonomía Judicial en la interpretación de las normas. Tutela contra providencias judiciales. Vía de hecho por interpretación de los fallos de la Corte Constitucional contraria a los derechos fundamentales. Obligatoriedad de los fallos de la Corte (Revista Tutela No. 10, oct./00, p. 2014).

Avalúos y Avaluadores

Sentencia C-1265 del 20 de septiembre de 2000. Se declara la exequibilidad condicionada del primer inciso del artículo 50 de la Ley 546 de 1999; la inexequibilidad de la expresión “en los términos que determine el Gobierno Nacional” consagrada en el artículo 50 de la Ley 546 de 1999; la exequibilidad del párrafo segundo del mismo artículo; y cosa juzgada respecto de los artículos 1, 3, 17, 19, 20, 35, 36, 37, 40, 41, 42, 43 44 y 45 de la Ley 546 de 1999 (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).
Bonos pensionales

Sentencia T-671 del 9 de junio de 2000. Si se ha emitido y expedido el bono pensional no es necesario el pago para el reconocimiento pleno de dicha pensión y no puede negarse su reconocimiento (Revista Tutela No. 11, nov./00, p. 2261). 

Caja Agraria

Sentencia SU-879 del 13 de julio de 2000. Los trabajadores despedidos por la liquidación de la Caja Agraria  disponen de otros medios de defensa que hacen improcedente la tutela. No hay perjuicio irremediable puesto que se pagaron las  indemnizaciones correspondientes (Revista Tutela Tomo I No. 10, oct./00).

Cargos de libre nombramiento y remoción

Sentencia C-1192 del 13 de septiembre de 2000. Se declara exequible el primer inciso del artículo 11 de la Ley 87 de 1993 el cual da el carácter de libre nombramiento y remoción a los cargos de Jefe de la Unidad u Oficina de Coordinación del Control Interno, el Asesor, Coordinador, Auditor Interno o quien haga sus veces, que se ocupan en entidades del estado. Esta excepción al sistema de carrera administrativa se basa en que las personas que ocupan dichos cargos son de absoluta confianza del representante legal y máximo directivo del organismo respectivo (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).
Carrera administrativa

Sentencia Expediente C-1341 del 4 de octubre de 2000. Se declara inexequible la segunda frase del parágrafo 2º del artículo 39 de la Ley 443 de 1998, que dice “Los términos de caducidad establecidos en el Código Contencioso Administrativo para instaurar la acción de nulidad y restablecimiento del derecho se contarán a partir de la declaratoria de nulidad del acto administrativo que originó la supresión del empleo” (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).
Contratación con la Imprenta Nacional

Sentencia C- 1262 del 20 de septiembre de 2000. La Corte declara exequible el artículo 5º de la Ley 109 de 1994. La obligación de contratar con la Imprenta Nacional recae sobre la dirección e impresión del Diario Oficial, de la Gaceta del Congreso, la Gaceta Judicial, la Gaceta Constitucional, los Anales del Consejo de Estado y demás publicaciones de la rama judicial, exclusivamente (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Depósitos oficiales en cooperativas

Sentencia T-1179 del 12 de septiembre de 2000. Origen y carácter oficial de los recursos depositados en las cuentas de ahorro abiertas por cooperativas a solicitud de un municipio y la condición de indisponibilidad que recae sobre los mismos (Derecho Vigente No. 321, Sep.30- oct. 6/00, p. 4).
Fondo Nacional de Ahorro

Sentencia C-1190 del 13 de septiembre de 2000. Declara la exequibilidad del artículo 14 de la Ley 432 de 1998, el cual dispone que el Fondo Nacional del Ahorro estará sometido a la inspección y vigilancia de la Superintendencia Bancaria y se afiliará al Fondo de Garantías de Instituciones Financieras. Para la Corte es claro que si bien el Fondo no puede clasificarse entre las instituciones financieras que regula el Estatuto Financiero sí es cierto que comparte con ellas actividades comunes como las relativas a la gestión de cesantías de los afiliados y a la asunción de depósitos que estos voluntariamente le confíen (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas). 

Ley de vivienda

Sentencia C-1337 del 4 de octubre de 2000. Cosa juzgada constitucional. Se demandaron  por inconstitucionales los artículos 1, 2, 8, 9, 38, 39, 41 y 42 de la Ley 546 de 1999. Al respecto, la Corte resolvió estarse a lo resuelto en la sentencia C-955 de 2000, toda vez que en dicha sentencia se pronunció en relación con las Unidades de Valor Real - UVR y la competencia del Banco de la República en el cálculo de ellas. (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas). 

Pasivo pensional de las entidades territoriales

Sentencia C-1187 del 13 de septiembre de 2000. La Corte se declara inhibida para pronunciarse respecto de los numerales 1º, 2º y 3º del artículo 2º de la Ley 549 de 1999, en razón a que dichos numerales fueron derogados por los artículos 12, 29 inciso 6º, 59 y 98 del Decreto 955 del 2000 declara exequible los numerales 7º, 8º , 9º y 11 del artículo 2º de la Ley 549 de 1999, el segmento acusado del artículo 3, los artículos 4, 11 y 12 de la Ley 549 de 1999; declara inexequible los artículos 13 y 14; y declara la constitucionalidad condicionada del artículo 15 de la misma Ley 549 de 1999 (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).
Plan de inversiones públicas

Sentencia C-1403 del 19 de octubre de 2000. La Corte declaró inexequible el Decreto 955 de 2000 (norma por la que se puso en vigencia el Plan de Inversiones Públicas para los años 1998-2002). Las leyes tienen que ser expedidas por el Congreso y, aunque el Presidente puede asumir esa atribución en ciertas circunstancias, éstas por ser excepcionales son de interpretación restrictiva (Ambito Jurídico No. 69, nov. 13-26/00, p. 1 y 17).

Pruebas solicitadas en la actuación administrativa

Sentencia T-1395 del 17 de octubre de 2000. El no pronunciamiento antes de la decisión sobre las pruebas solicitadas por el interesado en la actuación administrativa, lo mismo que no tramitar una tacha de falsedad, viola el derecho al debido proceso (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).  

Reajuste pensional 

Sentencia C-1336 del 4 de octubre de 2000. Considera la Corte que los incisos segundo y tercero del artículo 1º de la Ley 445 de 1998 imponen una operación aritmética dirigida a establecer cúanto deben quienes tienen a su cargo el pago de dicha asignación, para que los obligados reintegren, al menos parcialmente, lo dejado de pagar a aquellos pensionados cuyas mesadas arrojen una diferencia a favor entre el valor actual de la pensión y el valor inicial de la misma, en términos de salarios mínimos de cada época, y no están decretando un reajuste de pensiones a favor de unos pocos. En consecuencia la Corte declara exequibles los incisos segundo y tercero del artículo 1º de la Ley 445 de 1998 y se inhibe para fallar de fondo sobre los parágrafos primero, segundo y tercero del mismo artículo (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Régimen disciplinario

Sentencia C-728 del 21 de junio de 2000. La prohibición  a los funcionarios de incumplir sistemáticamente con sus obligaciones privadas es sancionable sólo cuando el incumplimiento ha sido declarado en sentencias proferidas por las respectivas jurisdicciones (civil, laboral, de familia). Duración de la indagación preliminar y archivo definitivo del expediente cuando no se abre la investigación después de seis meses (Jurisprudencia y Doctrina No. 346, oct./00, p. 2065).

Sanciones administrativas

Sentencia C-1161 del 6 de septiembre de 2000. Se declara inexequible el artículo 52 del EOSF, pues señala que las sanciones administrativas deben estar fundamentadas en la ley; se declaró exequible la expresión “de alguna ley o reglamento” contenida en el inciso primero del artículo 209 del Estatuto, en el entendido de que se trata de leyes que se refieren a la actividad de los funcionarios en las entidades sometidas a vigilancia de la Superintendencia Bancaria, y que se trata de los reglamentos expedidos por el Gobierno en desarrollo de las leyes marco previstas por el artículo 150 numeral 19 literal c) (sic) de la Constitución Política, y  que no deben entenderse incluidos dentro de esos reglamentos las circulares o conceptos emitidos por la Superintendencia Bancaria. El resto del inciso primero acusado del artículo 209 del Decreto Ley 663 de 1993 se declaró exequible sin condicionamientos.

Adicionalmente, se declaró exequible la expresión "reglamento" del ordinal primero del artículo 211 del Estatuto, en el entendido de que se trata de reglamentos expedidos por el Gobierno en desarrollo de las leyes marco previstas por el artículo 150-19 literal c) (sic) y que no deben entenderse incluidos dentro de esos reglamentos las circulares o conceptos emitidos por la Superintendencia Bancaria.  (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).
Terminación del contrato de trabajo de administradores y revisor fiscal en entidades intervenidas.

Sentencia C-1049 del 10 de agosto de 2000. La Corte declara exequible el parágrafo del artículo 22 de la Ley 510 de 1999, sólo si se lo entiende y aplica en el sentido de que la justa causa para la terminación del contrato de trabajo y la exclusión de la indemnización se configuran por la probada responsabilidad del trabajador en los hechos que han dado lugar a la toma de posesión de la entidad. Bajo cualquier otra interpretación, la norma acusada se declara inexequible (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Unidad de Empresa

Sentencia C-1185 del 6 de septiembre de 2000. Se declaró inexequible el artículo 75 de la Ley 550 de 1990, norma que había derogado el principio de unidad de empresa consagrado en el Código Sustantivo del Trabajo (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Corte Suprema de Justicia
Cheques certificados
Sentencia del 25 de agosto de 2000. Expediente 5377. Pasados los plazos de presentación del cheque certificado opera la caducidad de la certificación y, en consecuencia, finaliza la naturaleza del mismo para volver a tomar la característica propia del cheque común (Jurisprudencia y Doctrina No. 346, oct./00, p. 1893). 

Pensiones

Sentencia del 21 de septiembre de 2000. Expediente 13584. Cuando el empleador no afilia en forma completa y eficaz al trabajador al ISS, subsiste para el patrono la obligación de reconocer la pensión de jubilación. Cuando no se cumple con la afiliación oportuna y eficaz, la pensión de jubilación se convierte en un derecho cierto e indiscutible (Derecho Vigente No. 326, nov. 4-10/00, p. 3).

Pensiones

Sentencia del 10 de agosto de 2000. Expediente 14229. Si bien el derecho a la pensión se causa con el cumplimiento de los requisitos de edad y tiempo, para su exigibilidad es menester el retiro del servicio y no procede la indexación de la primera mesada porque no se puede indexar lo que legalmente no es exigible ni constituye un pago retardado (Ambito Jurídico No. 66, oct. 2-15/00, p. 7).

Régimen de transición pensional

Sentencia del 28 de junio de 2000. Expediente 13410. Beneficiados con el régimen de transición pensional. No es necesario que las personas que aspiran a beneficiarse del régimen de transición estuvieran afiliadas al ISS el 31 de marzo de 1994 (Jurisprudencia y Doctrina No. 345, sep./00, p. 1686).

Consejo de Estado

Actos administrativos

Sentencia del 7 de septiembre de 2000. Expediente 12244. Los motivos del acto administrativo siempre deben existir, aún en los actos discrecionales y en los denominados actos políticos, con las excepciones que determine la ley, pues de lo contrario la inexistencia de tales motivos se traduce en una actuación arbitraria (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Sentencia del 7 de septiembre de 2000. Expediente 16486. Cuando por medio de un acto administrativo de carácter particular se reconoce un derecho, para revocarlo la administración debe cumplir los requisitos contemplados en el artículo 73 del C.C.A. (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas). 

Caducidad de la facultad sancionatoria de la Superintendencia Bancaria

Sentencia del 23 de junio de 2000. Expediente 9884. Tratándose de diversas infracciones que dieron lugar a imposición de multas por la Superbancaria, el Consejo de Estado consideró que le corresponde al recurrente probar en cada caso concreto el supuesto de hecho del artículo 38 del Código Contencioso Administrativo, esto es, el momento en que se produjo cada una de las infracciones (BJF de la Asobancaria No. 1074, sep. 11/00, p. 3).

Embargo de recursos parafiscales

Auto del 13 de julio de 2000. Expediente 17788. Recursos parafiscales. Estos recursos son embargables cuando se trate de obligaciones relacionadas con el objeto de su destinación específica (Jurisprudencia y Doctrina No. 346, oct./00, p. 1938).

Facultades de la Junta Central de Contadores

Sentencia del 14 de septiembre de 2000. Expediente 5836. El Consejo de Estado encontró ajustadas a la ley las facultades que tiene la Junta Central de Contadores para inscribir a los contadores públicos del país, otorgar la tarjeta profesional, conceder el permiso de funcionamiento a las sociedades de contadores, así como imponer sanciones a las sociedades sometidas a su vigilancia (Ambito Jurídico No. 69, nov. 13-26/00, p. 1 y 8).

Garantía única 

Sentencia del 24 de agosto de 2000. Expediente 11318. Declara  la nulidad del artículo 19 del Decreto 679 de 1994 que establece “cuando no se paguen voluntariamente las garantías únicas, continuarán haciéndose efectivas a través  de la jurisdicción coactiva con sujeción a las disposiciones legales” (Derecho Vigente No. 324, oct. 21-27/00, p. 5). 

Intereses moratorios y corrección monetaria

Auto del 3 de agosto de 2000. Expediente 14368. El reconocimiento de intereses moratorios sobre una suma que ha sido indexada no supone imponer al deudor dos veces una misma carga, ni satisface, para el acreedor, dos veces el mismo derecho (Jurisprudencia y Doctrina No. 346, oct./00, p. 1945).

Intervención en actividades financiera, aseguradora y bursátil

Sentencia del 26 de octubre de 2000. Expediente 5900. Declara legal el Decreto 856 de 1999, el cual autoriza la denominación en unidades de valor real constante de los títulos de tesorería –TES– clase B de que trata el artículo 4 del decreto 2599 de 1998. El Decreto acusado no contraría el sistema de intervención del Gobierno Nacional en las actividades financiera, aseguradora y bursátil, pues no las está regulando, por cuanto se trata de una operación de financiamiento de la Nación (Derecho Vigente  No. 326, nov. 4-10/00, p. 4).  

Oficinas de representación

Sentencia del 6 de octubre de 2000. Expediente 10018. Anula los numerales 2.1 y 3.1 del Capítulo V, Título I, de las Circulares 7 de 1996, 14 de 1997 y 88 de 1998, al igual que la expresión “y cuya actividad deberá ceñirse estrictamente a los numerales 2 y 3 de este capítulo”, contenida en el numeral 2.3 de los mismos capítulos y títulos de las circulares Externas 14 de 1997 y 88 de 1998, todas ellas de la Superintendencia Bancaria (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Prestaciones sociales

Sentencia del 11 de mayo de 2000. Expediente 16114. No existe norma legal que autorice a las entidades estatales a reconocer en el mismo acto administrativo en el que liquida el auxilio de cesantía a sus servidores ajustes de valor por ningún concepto (Jurisprudencia y Doctrina No. 346, oct./00, p. 1920).

Prima técnica

Auto del 25 de mayo de 2000. Expediente 991078-581-00. La prima técnica es salario y no prestación periódica. Si la administración quiere demandar el acto que reconoció dicha prima debe hacerlo dentro de los dos años siguientes a su expedición (Jurisprudencia y Doctrina  No. 346, oct./00, p. 1919).

Seguro de cumplimiento

Sentencia del 21 de septiembre de 2000. Expediente 5796. El acto administrativo mediante el cual se declara el incumplimiento de una obligación garantizada a través del seguro de cumplimiento debe expedirse dentro de la vigencia de la póliza, o dentro de los dos años siguientes a la fecha en que se tuvo conocimiento de la existencia del riesgo asegurado (Biblioteca Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Sustitución pensional

Sentencia del 18 de mayo de 2000. Expediente 1254. El (la) cónyuge supérstite tiene derecho preferencial respecto del compañero o compañera permanente. A estos les corresponde probar la pérdida del derecho del cónyuge (Jurisprudencia y Doctrina No. 346, oct./00, p. 1914).

UPAC

Auto del 8 de septiembre de 2000. Expediente AG-002. Deudores del UPAC. Acción de clase para obtener indemnización de perjuicios. Excepción de caducidad. Fijación de la UPAC por parte del Banco de la República (Revista Mensual Tutela, acciones populares y de grupo,  No. 11, nov./00, Edit. Legis, p. 2331).

Pronunciamientos
Superintendencia de Sociedades

Fusión y escisión de sucursales extranjeras en el país
Concepto 42041 de 2000 (Jun. 28). No puede darse fusión o escisión de sucursales extranjeras en el país, por cuanto estos mecanismos son exclusivos para personas jurídicas y en Colombia estas entidades se consideran establecimientos de comercio. Pero si la fusión de dicha sucursal se lleva a cabo en el exterior, debe darse la correspondiente publicidad, en los términos del artículo 173 del C.Co. (Ambito Jurídico No. 66, oct. 2-15/00, p. 9).

Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales
(DIAN)
Impuesto a las transacciones financieras

Concepto 83559 de 2000 (Sep. 4). Cuando un afiliado de un fondo mutuo de inversión retira aportes de una cuenta en una entidad financiera, ya sea en efectivo o mediante traslado a su cuenta, se genera a su cargo la obligación de pagar el impuesto a las transacciones financieras. También se genera el impuesto si una vez abonada a la cuenta del ahorrador, éste dispone los recursos (Ambito Jurídico No. 66, oct. 2-15/00, p. 6).

Concepto 83566 de 2000 (Sep. 4). Los establecimientos de crédito vigilados por la Superintendencia Bancaria que efectúen pagos o abonos con cargo a cuentas corrientes o de ahorro, son agentes retenedores del dos por mil (BJF de la Asobancaria No. 1074, sep. 11/00, p. 26).

Junta Central de Contadores

Revisoría fiscal

Concepto 422 del 2000 (Jun. 22). La revisoría fiscal no tiene cabida en una entidad pública directa, sino únicamente en las indirectas o en las sociedades de economía mixta autorizadas por el estado o por las entidades territoriales (Ambito Jurídico No. 68, oct. 30/00, p. 6).

( Los conceptos indicados con asterisco se publican en este Boletín.


1 La Corte Constitucional mediante Sentencia C-384 de abril 5 de 2000 declaró la exequibilidad del inciso primero del artículo 101 de la Ley 510 de 1999. Exps. D-2559, D-2574 y D-2586, M.P. doctor Vladimiro Naranjo Mesa.


2 El Decreto 2649 de 1993 reglamenta la contabilidad en general y fija los principios o normas generalmente aceptados en Colombia en esa materia.


1 Revista Integración Financiera No. 55 de 1995, Tarjetas inteligentes, pág. 42


2 Tendencias tecnológicas del sector financiero para el siglo XXI, Segundo seminario de tecnología para el sector financiero, Asociación Bancaria y de Entidades Financieras de Colombia, 1999, pág. 165.


3 Superintendencia Bancaria, concepto No. 98014397-2 del 17 de abril de 1998.





1 Mediante fallo del 6 de octubre de 2000 la Sección Cuarta del Consejo de Estado, con ponencia del doctor Delio Gómez Leyva, anuló los numerales 2.1 y 3.1 del Capítulo Quinto del Título I de la Circular Básica Jurídica de esta Superintendencia. 


1 El Decreto 094 de 2000, expedido con fundamento en las facultades otorgadas por el artículo 100 de la Ley 510 de 1999, modificó el régimen previsto en los artículos 187 y 188 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y sus decretos reglamentarios.


2 La definición, características y elementos del seguro se encuentran consagrados en el Título V Libro Cuarto del Código de Comercio, en especial en sus artículos 1036, 1045 y concordantes.


1 Es así como en esta materia la Superintendencia Bancaria ha señalado en la Circular Externa No. 100 de 1995, Capítulo Segundo, los criterios, factores y procedimientos que imperativamente deben observar las vigiladas para evaluación y calificación de la cartera de créditos, los cuales de no aplicarse estrictamente conllevarán las consecuencias administrativas correspondientes tales como la recalificación de la cartera, la constitución de provisiones e incluso la imposición de sanciones de carácter pecuniario de orden institucional y/o personal para los funcionarios, administradores y representantes legales responsables.


2 Sentencia T-527 de mayo 8 del 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz. Véanse también SU-082 y SU-089 de 1995, Magistrado Ponente Dr. Jorge Arango Mejía.


3 Ibídem


4 Sentencia T-527/00


*Véase Boletín Jurídico No. 14, Superintendencia Bancaria, p. 27 
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